
CAPITULO XVII. 

PROPIEDAD DE LA IGLESIA. 

Divers idad de soluciones 4 ρrπρό  ε ί tο de la facultad de la Iglesia para adquirir.—
Quién es el sujeto acti'o en esta prορ iedad.— indicaciones sobre la ταm ιι n ίdad de 
los bienes eclesiásticos. —Crftica del derecho vigente en esta  materia.  

Aun cuando en otro lugar (1) nos hemos ocupado en lo re-
ferente á este punto, no estará demás aū adir aquí algo sobre 
el  estado actual de la propiedad de la Iglesia, pues el asunto 
no carece hoy de importancia, aunque no tenga la de otros 
tiempos. 

Lo primero  que  ocurre examinar es lo relativo á la facul-
tad de adquirir por parte de la Iglesia, cuestion no resuelta de 
igual modo en todos los pueblos, porque en unos ha logrado 
aquella el reconocimiento de ese derecho sin if mite  alguno  (2), 
en otros se le niega, aunque no en absoluto (3), y en los más se 
mantiene el antiguo principio de la amortization exigiendo en 
ciertos casos la aprobacion de  las  adquisiciones por el Esta-
do (4). Esta variedad de soluciones es debida á la diversidad 

(1) Tomo 2°, págs. 283 y siguientes. Véase además: tomo 1° cap. z; 2 0 , cap. xiii. 
§. viii. 

(2) En Εsραñα, el Concordato de 1851 y et convenio de 1859 consagran el libre 
y pleno derecho de la !glesia para adquirir, retener y usufructuar en propiedad y 
sin limitation ni  reserva toda especie de bienes y ' alores. 

(3) Véase en el C ό digo portugués los artículos 35, 1477, 1561, 1669, ]775, 1781 
y 1836. 

(4) En Francia,  Ia ley de 2 de Enero de 1817 aulor ί z ο á los establecimientos ecle-
si4stieos para adquirir bienes, pero todas las donaciones hechas á la Iglesia deben 
ser aprobadas por el Estado, siendo muy de notar, por lo que hace á los devueltos 
as! en Francia como del lado acá del lihin, que juristas y canonistes discuten, sia 
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de principios que en la materia reina en la esf era teórica δ 
doctrinal: desde el Syllabus que condena la proposicion de 
que «la Iglesia no tiene el derecho natural y legfti mo de ad-
quirir y de poseer,» hasta los que mantienen que lo tiene solo 
por concesion del Estado, el cual puede por tanto limitarlo y 
hasta negarlo; desde la doctrina jurídica que atribuye iguales 
derechos á las personas sociales que á las individuales (]), 

lograr ponerse de acuerdo, sobre si  se devolvieron en propiedad ό  solo en uvufruc-
to. En Prusia, el art. 40 de la Coristitucion declara que  Ia ley puede limitar el &-
recho de adquirir de la iglesia y la ley de 23 de Febrero de 18'70 exige la aprobacion 
del Gobierno cuando se trata de donaciones que excedan de 1.000 florines.  En Rα -
viera las leyes de amortízacion se han  dDjado sin efecto por el art. 8° del  Concor-
dato, pero es necesaria la aprobacion del Gobierno para la adquísícion de inmue-
bles por la Iglesia, y lo  propio sucede en Wurtemberg  (art. 18 de la ley de 13 de 
Enero de 1862) y en Baden ley de ύ  de Mayo de 18 ì0 y ordenanza de 18 del mismo 
mes y año). En Austria se dejaron  sin efecto las leyes de amortizacion  por  el Con-
cordato, pero en el articulo ó' de la lev fundamental de 21 de ū iclembre de 18bΙ se 
consigna  la facultad que  Iiene el Estado de limitar el derecho de la Iglesia á ad-
quirir y poseer bienes cuando  as' lο exija el bien público. 

'1) Νo conocemos ningun Código que  consagre  el derecho de las perso-
nas sociales de un modo tan absolute como el de la República Argentina que 
dice así: •Respecto de los terceros, los establecimientos ό  corporaciones  coii 
el carácter de personas jur ιdicas, gozan en general de los mismos derechns que 
los simplet particulares para adquirir bienes, tomar y conservar la poseslon de 
ellos, constituir servidumbres reales, recibir en usufructo las propiedades age τι a^, 
berencias ό  legados por testamentos, donaciones por actos entre vivos, crear  obli-
gaciones é intentar, en la medida de su capacidad de  derecho, acciones civiles á 
criminales.• 

Vέase ahora como legítima el Dr. Velez arsneld, autor del C ό digό , la  declara
-cion de este articulo en una nuts, cuyas últinι as palabras destruyen todo el razo-

namiento que les precede. 'Las consecuencias de este  articulo,  dice, son  suma
-niente  importantes y graves.  Por  é1 Ia Iglesia y las  corporaciones religiosas, entre 

otras facultades, tienen la de poder heredar, recibir  don  aciones y adquirir propie-
dades raíces, sin intervention aig'una de los gobiernos. Todo l ο que á este  respec-
to  se dijo y se ha hecho desde el siglo pasado ha sido por un  espiritu irreligioso, 
π 

 

con la mira de someter absolutamente las igl spas al poder temporal, dun  cuan-
do  se quebrantaran los derechos individuales, y Ia  libre  disposicion de los bienes 
por los propietarios de ellos. Si el permiso á la iglesia Cαtό Ι icα de heredar y de 
adquirir bienes que el Em ρΡerador Constantino le declaro en 321 le ha importado 
más que la dudosa cesíon del go>iierno de Roma,  como  se ha dicho; sí los pueblos 
han sido arruinados por haber pasado casi todos los bienes raites al poder de 1a 
Iglesia, esos males, en verdad, no se han  origin ado por 1a capacidad legal de 1a 
Iglesia para adquirir bienes, Si no de las  creencias  de los pueblos, del fanatismo 
religioso,  de un estado de las ideas y de la civilization enteramente diferente del 
estado actual. Asi  vemos hoy en Inglaterra y en los Estados - Unidos que las  Igle-
sias εα tό Ιicαs y las Congregaciones protestantes llenen, como los  particulares,  la 
facultad de adquirir y poseer bienes  raices, sin que los  bienes territoriales se de-
graden, y sin que esa facultad traiga  usa  acumulacion de  bienes  raites en las per-
sonas que se han llamado manos muertas. En la Republica  misma, vemos comu-
iiídades  religiosas  con capacidad de adquirir bienes raites, que  serian muy felices 
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cualquiera que sea el fin á cuya realization estn consagradas, 
hasta aquella otra que, ó rechaza en general esa asimilacion,. 
ó no la admite tratándose de la Iglesia, encontramos diferen-
cias esenciales que se reflejan en el derecho positivo, pudien-
do decirse que el sentido en que este se inspira, despues de 
haberse inclinado á uno ú otro lado  (1), es como  un  término 
niedio entre el que dominaba cuando se llevó á cabo la des-
amortizacion eclesiástica y el reconocimiento completo del 
derecho de adquirir por parte de la Iglesia sin privilegios favo-
rables ní odiosos. 

Tampoco  hay conformidad en cuanto al punto interesante 
de saber qui ε̂ n es el sujeto activo en este género de propie-
dad, pues en unos países se consideran los bienes como de la 

cuando  aleauzatan siquiera á  vivir  de sus rentas. Si la existencia de la Iglesia es 
conveniente y necesaria, no vemos razon alguna para privarle ó Iimitar los me-
dios para su  propia  conservation. El Códigο de Chile toma un térm ι n ο medio, per-
mitiendo á las  Iglesias la adquisicion de bienes raites por sόΙο el término de cinco 
añοa, á  cuyo plazo deben enajenar aquellos que hubiescu  adquirido por compra δ 

donaciones que se les hubiere hecho.  [liremos, en fin, con Savígny, que  si las Ic-
gislaciones de  algunas naciones han  restringido  las  adquisiciones  de las corpora-
cionea de manos muertas, esas restricciones jamás han hecho parte del derecho 
comun. Puede, por  ]o tanto, sostenerse el articdo, sin perjuicio de que usa  leg esηe-
cial limite,  cuando fuese  oporiuno. !a ciipacidad legal de Is Iglesia  pars adquirir bienes 

iaices.. 

Eu otra nota al art. 16, defendiendo la necesidad de la intervention del Egta λΡ o 
en la creacion de las personas sociales, dice: aOtras consideraciones políticas y 
ecοn ή m ι cas hacen indispensable la autorizacion del  Gobierno  para  crear la  perso

-najuridica. La extension ilimitada de las corporaciones de diversas clases ιι u 
siempre  es conveniente ó indiferente εά  los pueblos. Puede haber conveniencia ρα-
τα la sociedad en evitar la acumulacion de bienes en las corporaciones de man sc 
muertas, y esto no podriacnnseguirse silos  particulares pudieran crear á su  vo-
luntad cuevas  fund  aciones..  

ι l) Walter (lib. 6", cap. 2°) despues de censursr la secularizacion de los bie-
nes ecles ιέ stícos, llevada ή  cabo en Francia y  Alemania,  dice: la Iglesia herida dá 
tal manera,baencontrado algun consuelo en muchasconstitucínnes recientes, qu'y 
aseguran de nuevo á los bienes eclesi %atieos la protection especial del Estado, y  un  ι 

 adininistracion conforme á las miras de los fundadores, estableciendo que  per sin.  
gun moliro estos bienes  poiirdn sec  incorporados al dοminiορíιbliεo• Constitueion de  Polo-
nia  de 27 d , Noviembre de 1815, $. 13; de Raviera de 26 de Mayo de 1818, tit. 4". 
^ ξ 9 y 10; Edicto de religion de Bavteia de la  misma fecha, ξξ 31, 44-49; Constitu 
ε ί οη de Baden de 22 de 4gost ο de 1813, ξ 20; de Wurtemberg de 25 de Setiembre de 
1819, ξ$ íï y 82; del Gran Ducado de Hesse de 1 ï dc  Diciembre  de 1820, 43 y 44; 
de Sajona Coburgo de 8 de Agosto de 1821, 29 y 30; de Sajonia Meínnigen de 
23 de agosto de 1829, art. 33; de hi Hesse electoral, de Altemburgo, de Sajonia y de 
Jiannover. 

•ξ ̂ . "'è 
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Iglesia universal (1), en otros es el propietario la Iglesia  epis-

copal ó cada institucion ecles ί ástica (2), y en  algunos  lο es la 

parroquia, ó lο que se ha llamado el ιοm τιη eciesidstico (3). De-

címos que el punto es interesante, porque el modo de resol
-verlo puede iniiuir en la participacion que deban tener los 

legos en el régimen de los bienes eclesiásticos y áυη en la 

suerte de estos (4), y más todavia, tratándose de la Iglesia 
católica sobre todo, en la posibilidad de allanar ciertas di ficul-

tades  deiitro de cada país sin necesidad de buscar fuera el 

asentimiento que en otro caso es imprescindible (5). 

En cuanto á la inmunidad, á pesar de que el Sy Ιίαblιs con-
dena la doctrina segun la cual la de la Iglesia y la de las per-
sonas ecles ι ástícas procede y tiene  su  origen en el dereclio 
civil (6), ha desaparecido por regla general, salva la exception 
de los edificios consagrados al culto y h habitation de párro-

εοs y obispos, hospitales, etc., estando obligados los eclesiás-
ticos mismos á contribuir con parte de su haber á levantar las 
cargas del Estado, ya en forma de impuesto (7), ya en la de 
subsidios voluntarios que apenas  si  tienen de esto otra cosa  
que el nombre. 

Tampoco  han  logrado las iglesias la completa independen-
cia en lo relativo á la administration de sus bienes, pues no 
solo el Estado interviene, como  es natural que suceda, alli 
donde  va  unida  h su suerte Ia de aquella, como en  Rusia,  Ιη -
glaterra, etc., sino que la católica está sometida á iguales ó 

(1) Por  lo ménos, de este supuesto viene á partirse implicitamente  cuando  los 
Estados tratan sobre lodos los bienes de la iglesia  con el Jefe supremo de esta. 

(2) Esto último acontece en Austria, Baviera y Sajonia, por ejemplo. 
(3) Como sucede en Suiza, Pr υ sia, Wurtemberg, etc. 
(4) De aquí el empefio de los  canonistas de distinguir la  parroquia  ó comunidad 

religiosa,  del comun civil. 
(v) Véase  Verin, Droil canon., 	16? y 169. 
16; Sin embargo, en el art. 10 dei Concnrdato celebrado en Wurtemberg se de-

clara que los bienes  eclesiAsticos  están sometidos á las mismas cargas que los de 
los  l)articulares. 

(7) Los Cai·denales Rauscher y Scliwarsenberg pidieron en una ocasion al 
Parlamento austríaco la eiencion del pago de impuestos, pero no en favor de tndos 
ion clérigos, sino  de aquellos que tenían una  pequeííisima dotation; y en su'irtud 
la Ordenauza de 12 de Mayo de 1BG1 estableció et mido de dejar á salvo la cóngrua. 
de los que se  hallaban  en  ese caso.  



PROPIEDAD DE LA IGLESIA 	 289 

mayores restricciones en  algunos países catδlicos y en otros 
protestantes (1). 

Finalmente, debemos registrar como un progreso de n υes-
tro tiempo la tendencia á consagrar el principio segun el cual 
cuando una  asociac ί on. eclesiástica se disuelve,  sus bienes los 
adquiere por regla general el Estado, pero para dedicarlos á 
un  fin αη álοgο al que aquella persiguió durante su  existen-
cia  (2). 

áCuál será la resolucion definitiva que se dé á esta cues-
tion? La resistencia que encuentra el reconocimiento de la 
propia sustantividad y de consiguiente del propio derecho de 
las personas sociales en general, es mayor cuando se trata de 
la Iglesia, sobre todo en estos últimos tiempos en que  ha re-
nacído el temor de que aquella pueda recobrar el  predominio  
que se creia perdido para siempre. Nο ea de nuestra incumben-
c ía el entrar aquí en el estudio de esta cuestion tan compleja 
bajo el doble punto de vista social y polftico; debemos tan αύ lο 
decir que no se nos alcanza εύ τηο puedan, en la esfera del de -
rechn, compaginarse las exigencias formuladas por éste en 
nuestro tiempo, con los principios que servian de base á las  an-
tiguas leyes de ainor€izaciolI. En el fundo de las  pretensiones  
encaminadas á mantener el espfrita de stas,  solo hallamos el 
eterno te?nοr a!  abuso,  causa  de tantas desconfianzas y consi-
guientemente de tantas limitaciones de la libertad. Y  menos  
puede influir en maestro  ánimo esa consideration, cuai]do 
lejos de abrigar esos temores, tenernos completa fe en la fuerza 
y eficacia de la civilization moderna, la cual,  si  ha vencido 
todos los obstáculos cuando estos eran tan multiples y tenían 
prestigios de todas clases, no ha de ser arrollada cuando está 
era posesion del que fué campo de lucha y de contienda, de la 

(1) Así, por ejemplo, en Prua, donde el art. 15 de la Constítucíon había de-
vuelto á la Igesía católica el derecho de administrar y regir libremente  sus bienes, 
se han puesto en estos ιiltímos tíemp^s numerosas y grandes limitaciones al mis-
mo por las layes de 15 de  Abril  de 11373, las de Mayo de 1874, las de 18 y 20 de Junio 
de 1873 y la de 7 de Junio de 1876. 

(2) Véase el Cód?go de Grisons, artículos 87 6. 91  y 95 á 97; el art. 19 de la ley 
italiana de 7 de Julio de 1836, y la nota de la ρág. 2913 del tomo 2° de esta obra. 

roΜo τττ 	 14 
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conciencia de  los  pueblos. En υιια palabra, no hallamos mo-
tivos que autoricen á establecer una cxcepcion, en da ū o de 
la Iglesia catδ lica, ni de niuguna otra, de la doctrina general 
que en otro lugar (1) sentamos respecto de las personas  so- 
ciales.  

(1) En el capitulo 2° do este tomo. 



CAPITULO XVIII. 

PROPIEDAD MINERA. 

int^résdel punto referente á la propiedad de lasminas.—Príncipins diversos acep-
tados en esta materia  pm'  las legislaciones européas. —Cuál tiende á predominar. 
—Razon de que  asi sea. 

En esta  materia  Ιο  iriteresante es examinar cU έ l de  las  tres 
teorías predomina  lioy en la legislacion acerca de la propiedad 
de las minas: si la antigua romana, que Ια atribuye al dueño 
de la superficie, invocando el  principio:  cujus est solum, ejes 
est a ιιclσ usgue ad centrum; sí la universalmente admitida en 
la Edad  Media  que la confiere al Estado, declarando, como lo 
hace el Código de las Partidas, que los emperadores é los reyes 
han seīτ orΣo propiamente en las rentas de las ferrerias é dc los 
otros metales (1), ó la que, considerando que las  miiias son  co-
sas  nullius, sostiene que al descubridor  es á quien en justicia 
corresponde la propiedad de las  mismas.  

En RsραΫ  a, el decreto -ley de 29 de Diciembre de 1868 

consagra to+iavia el principio  regalista, y de aquí la consi-

guiente distincion entre el suelo, que es de propiedad particu-

lar, y el subsuelo, que pertenece al Estado, el cual, segun las 

circunstancias del mismo, Ιο abandona al aprovechamiento co-

run, ó lo cede, ya al dueño de la superficie,  ya  á otra perso-

ηα. A este fin clasifica las  sustancias minerales  en tres grupos: 
1°,  las  de naturaleza terrosa, piedras  siliceas, pizarras,  arenis- 

(1) Ley l', tit. 25, P. ^'. 
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cas,  granitos, basaltos, calizas, yeso, arenas, margas, tierras 
arcillosas, y en general las piedras de construction 6 cante-
ras; 20 , pláccres, arenas ó aluviones metalíferos, hierro de  pan-
tanos, esmeril, ocres y almagras, los escoriales, turberas, tier-
ras píritosas, aluminosas, magnesianas y de batan, salitrales, 
fosfatos calizos, baritina, espato fluor, esteatita, kaolin y las 
arcillas; y 30, criaJeros de sustancias metalfferas, antracita, 
hulla, lignito, asfalto y betunes, petrδleo y aceites minerales, 
grafito, sustancias salinas, caparrosas, azufre y piedras  pre-
ciosas.  Las sustancias comprendidas en la primera section son 
de aprovechamiento comun cuando se hallan en terrenos de 
dominio público, y cuando en terrenos de propiedad privada, 
el Estado cede dichas sustancias al duefio de la superficie, 
quien podrá considerarlas como de propiedad suya y utilizar

-las en Ζα forma y tiempo que estime  qportunos, por lο cual no 
necesita con'esion  alguna  del Gobierno. Las de la segunda 
estarán sujetas, en cuanto á la propiedad y á la explotacion, á 

las mismas coυ d ί ciones del articulo precedente; pero cuando 
se hallen en terrenos de particulares, el Estado se reserva el 
derecho de concederlas á quien solicite su explotacion,  si  el 
d τιei ο no las explota por sí, con tal que antes se declare la em-
presa de utilidad púbica, y se indemnice al dueίao por la  su-
perficie  expropiada y daτios causados, siendo de notar que el 
que obtenga la concesion deberá pagar anualmente por hec-
tárea un cánon, que el duefio está libre de satisfacer  si  lleva á 
cabo por  sf la explotacion. Finalmente, las sustancias de la 
tercera section solo podrán explotarse en virtud de concesion 
que otorgue el Gobierno, la cual constituye una propiedad se-
parada de la del suelo, y ι υando uiia de ellas deba ser anula-
da  y absorb  ida por la ntra, proceden la declaration de utili-
dad píιblica, la expropiacion y la indemnizacion correspon-
diente. 

En Portugal, conforme á la ley de 21 de Diciembre de 
1852 y Reglamento de 9 de Diciembre de 1853, se distinguen 
cuatro categorías de sustancias minerales. En la primera es-
tán incluidas las arenas auríferas y todos los minerales que 
se encuentran  en los terrenos de aluv ion, y pueden explotarse 
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libremente, sin permiso  ni  formalidad, con tal de que se haga 
por medio  de construcciones que no scan  fijas ní permanentes. 
Eu  la segunda,  los  depδsitos de piedras de construction, are-
nas, tierras y piedras arcillosas 6 piritosas, cales, etc., todas 
las cuales puede extraerlas el  propietario  δ un tercero con su 
conseiutimiento. sin necesidad de autorizacíon  administrativa, 

 con tal de que se exploten por medio de galerías subterráneas; 
siendo de notar que cuando esas materias son necesarias  para  
obras de inter és público δ para  alguna  rama de industria ma-
τiufacturera, el Gobierno puede ordenar la explotacion contra 
la voluntad del propietario. La tercera clase la forman las 
turberas, que  solo puede explotarlas el dueτio ú otro con  su  
permiso, pero ambos necesitan permiso del Estado.  En hi 
cuarta clase entran  las sustancias metálicas y las  minas de 
sal 6 de combustible, las cuales son objeto de  una  concesion, 
pero solo cuando exigen trabajos de arte δ establecimientos 
fij  os.  

Conforme al Cδdigo civil (1), los poseedores de prédios rús-
ticos tienen derecho de hacer  en sus prédi οs trabajos de inves-
tigacion y laboreo de minas sin  necesitar  para ello autoriza

-cion del Gobierno, y tambien se concede ese derecho respecto 
de los agenos, pero con el consentimiento de los dueū os, el 
cual, en caso de ser rehusado, podrá ser suplido legalmente, 
esto es, por virtud de coricesion µréν ί α de la Administration, 
siendo de notar que el concesionario paga en Portugal un 
cánon al Estado v otro al dueño del suelo. 

En  Francia, segun el art. 552 del C δdigo Napoleon, la 
Propiedad del suelo lleva consigo la propiedad de todo lo que 
estά  encima y de todo lo que está debajo (du des?Is et d?4 des-

sous,], así que mientras  no hay concesion, la ρr ορ iedad de las 
minas permanece unida á 1a del suelo. Pero cuando aquella 
se otorga por el Gobierno, produce el efecto de separarlas, for-
mando con la primera un inmueble corporal  distinto  de la su-
per ficie, aunque se haga en favor del due ū ο de ésta. Así que 
la concesion constituye una especie de expropiacion por cau- 

(1) Arliculos 46^y 466. 
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sa  de utilidad pública, cuyo efecto es destruir todos los dere-
chns reales que antes correspondian al due ū o del suelo, y que 
se  transforman  en υυ cánon anual  (1) que ha de pagarle el 
concesionario (2), el cual satisface ntro al Estado. 

La legíslacion francesa clasi fica las sustancias minerales 

en tres grupos, análogos á los tres de la espafiola: carrières, 
minières y mines. Para la explotacion de las primeras  110 es pre-
cisa la autorizacion; para la de las segundas, segun la ley de 

Π de Mayo de 1866, necesita permiso el no propietario cuan-
do  los trabajos se  han  de practicar á cíelo descubierto, pero 
no el due ū o del suelo, mientras que ambos lo han menester 

cuando  se trata de explotaciones por medio de galerías sub 
terráneas; y, por último, las mines son objetn de un  acto  de 
concesion por parte del Estado, el cual la concede discrecío-
nalmente á quien le parezca  quo ofrece más garantías, y sin 

que tenga  dereclio  alguno de preferencia el due ū o del sne-

1ο (:3). 
En Bélgica, la ley de 2 de Mayo de 1837, que ha modi fica 

-do en puntos  importantes  la de 21 de Abril de 1810, restable-
ció el derecho de  preferencia  en favor del due ū o de la super-
ficie en concurrencia con el inventor ó descubridor, y reguló 

además lo referente á la indemnizacion debida á aquel en el 
caso  de  concederse  la miiia á un extraū o, y que  en la práctica 
liabia  ido  hacíé α dose ilusoria (4). 

En Alemania, la ley de 24 de Junio de 1865, dada para 
Prusia, rige desde 1867 en todos los paises anexionados á 
aquella, y más tarde se ha extendido á otros Estados del  im-
perio  aleman. E1 capitulo en que se trataba en el Landrecht 
de esta materia se titulaba: derecho regaliano sobre las minas, 

mientras que  la ley de 1865 ha te n ido precisamente por obje- 

(1) Este cAnon es tan módico, que un economista  ha dicho que es tan sólo  un  
ai»ιρ le coup de chapeau tire' á 1'arl. 52 du Code N# ρο Jι οn. 

(2) Vβase tiubry y Rau, ob. cit., 223-3". 
(3) Ia ley de 28 de .Julio de 1 î91 se lo concedia, pero  no asi la do 22 de  Abril  de 

1810. Véase  Batbie, Traité tή éοrique et pratique de droit  public et cdministrali/. 	446 y 
siguientes. 

(4) Segun el art. 9° de dicha ley, el cánon que se ha de pagar al propietario  ha 
de ser cuando méηοs 23 cé α timos por hectárea y de 1 á 3 por 100 del producto neto 
de la mina. Véaseatbie, ob. cit., § 49^,. 
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to suprimir por entero el domino eminente del Estado, así 
como  no concede ningun derecho especial al due ū o de la  su-
perficie (1), de suerte que su  príncipío en este punto es que la 
propiedad de las minas pertenece al que las  descubre. El Es-
tado cπη t ί ηύ α haciendo las concesiones, pero como  no puede 
negarlas, salvo exístír alguna de las causas determinadas por 
la ley,  su  intervention tiene real mente  solo por objeto el re-
couocimiento oficial del derecho del descubridor (2). En  Ale-
mania, como en otros países, hubo un tiempo en que se atri-
buia la propiedad de las minas al dueū o de la superficie,  asi 
cono  ms  tarde, en la Edad media,  los  reyes, y  siguiendo  su  
ejemplo los seū ores, pretendieron tener un derecho regaliano 
sobre ellas, hasta que comenz δ á prevalecer, ya desde el siglo 
xiv, segun Lehr (3), el  principio  que hoy consagra la  legisla

-cion, y segun el cual el descubridor adquiere  un  derecho ab-
soluto  (4), cii cuanto que nadie puede disputárselo, aunque re-
lativo en cuanto queda obligado á explotar y á hacerlo con-
forme á las exigencias del arte y puede perderla en ciertos 
casos (5). No entran en el régimen minero  las  canteras de 
m iτmol, pizarra y demás piedras de con struccion, los bancos 

 de arcilla, yeso, etc., y las turberas. 

(1) Por exception, al promulgarse la ley de 16 de Diciembre.de 1873  para  Alsa-
cia  y Lorena, se concede por su  art. 20  al dueño de la superhcie la expiotacion á 
cíelo descubierto de  los  minerales  de hierro. Véase el Annuiiire dc legislaiion ciran-
gére, 1814, p. 571. 

(2) La ley de 13 ha sido modificada por  lade 21 de .Junio de 187:3en lo referen-
ted la copropiedad de las minas. Según aquella, los copropietarios constituyen 
una  persona moral, única que puede disponer en todo ó en parte de Ia mina; pero 
continuó vigente respectn de algunas de έ stas el régimen antiguo según el cual 
ca,ia υπο puede disponer de  su parte libremente; y para  evitar  los inconvenientes 
que esto producía, la ley de 1873 ordena que la mayoría de los copropietarios, si re-
presenta al ménos las tres cuartas partes del valor, podrá optar por  el régimen 
de laley de 1865. 

(3) Véase, Droíl civil germanique, 	81 y 88. En las provincias del Norte todavía 
es un derecho regaliano la recoleccion del ámbar. 

(4) As' la ley de 186' dice en so art. 52: .[.as disposiciones del  derecho  comun 
sobre la propiedad de los inmuebles, referentes á  los  modos de adquirir, á los  pri-
vikgios é hipntecas y al proced[ miento ejecutivo,  se aplican tambten á la prop ie-
dad de las minas. 

(5 Y tambien en cuanto que la consolidation, division á cambio de las minas 
necesitan la aprobacion de la .‚dministracion. Véase el art. 63 de la ley  prusiana 

 de 5 de Mayo de 1812  sobre  la adquisicion de la propiedad inmueble y sobre los de-
rechos reales. 
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En Austria, la ley de 22 de Mayo de 1854 ha consagrada 
plenamente el derecho regaliamo de la Corona, en  cuya virtud 
el soberano tiene un derecho exclusivo sobre las materias  i-
ι erales reservadas, esto es, los metales, el alumbre, el azufre, 
lá sal, el grafito y los combustibles minerales. Ε 1 Estado pue-
de explotar  las  minas por sí ó concederlas á un tercero, el cual 
en tal caso adquiere un derecho perpetuo y traamísible. El 
dueño de la superficie no tiene preferencia alguna,  y ní si-
quiera puede hacer investigaciones en su propia finca  sin 1a 
prévia autorizacion ofic:al; y cuando se concede á un tercero, 
éste no le debe indemnizacion alguna, quedandn solo obligado 
al resarcimiento de los daños y perjuicios causados por la ocu-
pacion de la superficie (1). 

En Inglaterra las minas pertenecen al dueño dcl suelo,. 
el  cual puede explotarlas 6 no, según quiera, y sin  nece-
sidad de autorizacion  alguna  del Estado para lo primero. Lo 
que hacen frecuentemente los propietarios de la superficie es 
arrendarlas por veinte, treinta, cuarenta, y hasta noventa y 
nueve años las de hulla, á conpañfas que  pagan por ellas 
una renta y se obligan por lo general á. dejar á disposicion de 
los dueños las construcciones hechas, á la espiracion del arren-
damiento. Para evitar las consecuencias de una explotacion 
codiciosa, á que conduce á menudo este sistema de arriendos, 
por parte del arrendatario, se estipulan las condiciones en que 
debe llevarse aquella á cabo. 

En Rusia,  las  minas (2) se  consideran como accesorios de 
la tierra y pertenecen en propiedad al dueño de la superficie, 
conforme á los ukases de Pedro I de 1700, ratificados por Pe-
dro II y Catalina II en 1'72 y 1782, sin que el Estado tenga 
otras facultades que la de cobrar el impuesto y 1a de vigilar é 
inspeccionar los trabajos. Pero la mayor parte de  las  minas 
están situadas en los dominios de la corona, la cual las explota 
por sí ó las concede á un tercero, mas no por virtud de un 

(1) Vase, Batbie, οδ. cit., $ 500. 
(4 Las minas de oro se reg:an por otras reglas, pero fueron  egniparadas á las 

demás por una  dispnsicion del Cons ρjo del Imperlo aprobada por el Emperador eτ 
6 de Junin de 177. 
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dere l ιo regaliamo, sino como consecuencia de su derecho de 
l)r')piedad. La concesion, sin embargo, no confiere un derecho, 
de dominio perpétuo y trasmísible, sino tán sδ lο un derecho 
de explotar que por lο comun es ilimitado; pero  uria  prueba de 
que el Estado continúa considerándose como propietario de 1a 
mina, es que á veces ha puesto á este derecho  limites  despues 
ele  haberlo concedido sin ellos (1). 

En Suecia, Dinamarca y Noruega, las minas constituyeu 
una  regalia de la Corona. 

En resúmen, unos países, como Austria, mantienen enér-
gícamente el principio del dominio eminente del Estado; otros, 
cpmo Inglaterra y Rusia, atribuyen la propiedad de las minas 
al dueū ο de la superficie; otros, como muchos de Alemania, al 
deιcubridοr, y los más vienen á admitir las tres resoluciones 

 á la par, puesto que sí bien parten en principio del derecho 
del Estado, luego las conceden al propietario del suelo 4 al 
inventor, dando unas veces la preferencia al primero y otras 
no dandδsela. 

Salta á la vista el merecido disfavor en que  ha caído el su-
puesto derecho del Estado en las minas, y por nuestra parte 
nada tenemos que añadir á lo dicho en otro lugar acerca del 
llamado dominio eminente del Estado (2). Más difícil es resol

-ver el litigio entre el due ū o de la superficie y el descubridor, 
y lo es no solo en principios, sino tambien en el derecho euro

-péo, pues, según acabamos de ver, es la excepcíon que se con-
ceda exclusivamente al uno 6 al otro, y la regla general que 
se haga con preferencia á uno de ellos segun las circunstan-
cías de cada caso, siendo siempre el Estado el que  se atribuye 
^a facultad de discernirlas, unas veces porque afirma en prín-
cipio aquel dominio eminente; otras, como sucede en Francia, 
porque reconociendo la propiedad preeaístente del due ū o del 
suelo, le expropia por causa de utilidad pública. Pero en me-
d ío de esta diversidad de soluciones échase de ver cδ mo entre 
los principios antiguos, favorables al Estado y al propietario 

(1) Véase, Lehr, Droll civil russe, 153; Batbie, ob. cii., 499. 
(2) Tomo 1°, p. 92 y sigs.; tomo 2°, págs. 206 y 259. Vase tambieii más arriba. 

r1 cap. xvi. 
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de la superficie, va abriéndose paso el principio nuevo, Σaνο -
rable al descubridor. 

Y es de aplaudir esta tendencia, porque atribuir las minas 
al duefio del suelo que ignora hasta su  existencia,  es olvidar 
que el origen y punto de arranque de la propiedad está en la 

iMeiicion del que se propone utilizar los medíos que encierra 
1a Naturaleza para la satisfaction de nuestras necesidades, 

 despues de la cual vienen la ocupacion del elemento natural, 
1a transformation del mismo y  su  aprovech;imiento. De aquí 
la necesidad de distinguir  entre  el suelo y el subsuelo, como 
lo hacen todas  las  legislaci ο r^es, salvo las que atribuyen las 
minas al dueiio de aquél, sin que pueda ser otra la base de la 
distineion que la manifestacioii de ese intento. Por eso dice 
con razon la ley espaū ola que el suelo «comprende la superfi-
cie propiamente dicha y además el espesor d que haya llegado 
el trabajo del propietario, ya  sea para el cultivo, ya para solar 
y cimentation, ya con otro cualquiera diátinto de la mineria;» 
y que el subsuelo  se extiende indefinidamente en profundidad 
desde donde e1 suelo termina (1). 

(1)  Un  comentador de esta ley (citado en la última edition del Diccionario de 
Escriche,  articulo:  Minas) ha criticado esta deflnicion diciendo que ocon arreglo á 
ella el suelo será de mayor ó  menor profundidad en un  riiismo punto, segun se le 
antoje al due ū o del terreno profundizar 6 no los trabajus;si el propietario no tra

-b:ι ja, no hay más suelo que la superticíe;  si  lo ara para trigo, el suelo será uno ó 
dos palmos; sí planta, se extenderá i cuatro ó cinco; si edifca, á diez ó doce;  silo 
perfora para un pozo ordinario, treinta, cuarenta  ó ciento; y siendo seg ιin la ley 
el suelo de propiedad particular y el subsuelo originariamente del [ stado, resulta 
que el  propietario  del sυµl ο, á manera que va ahondando sus laboras, priva al Es-
tado de  parte  del subsuelo,  sin acto ninguno de é ε tey sólo por la voluntad de 
agυél. y Aqui el  absurdo  resulta de ponerfrente á frente elderecho del d υe ō π de la 
superticie y el supuesto derecho  del Ι stado, porqueevidentemente  si éste lo fuera 
en realidad, no podia  quedar  á merced de 1a v οluntad del otro; pero cesa el absur-
do tan sólo con  considerar  el subsuelo como cosa  nullius y apropiable por el des- 
cubridor. Asi que ese mismo cnmentarista propone sustituir aquella definition con 
otra que nos parece muy aceptable, y  segun  la que se reputaría suelo la  superficie  
propiamente dicha y el terreno que, sin embargo de ballarse debajo de la superti-
cie, es como el complemento de ella y necesario é indispensable para que 1a misma 
sea ιltil al hombre, cualquiera que sea el  uso  á que se le destine. Se  parte  aquí de 
una presuncion muy natural, cual es la de que cuando uno  se apropia un terreno 
tiene  el propósito de utilizarlo de todos los modos posibles y adecuados á su ηα 
turaleza, entre los que no puede encontrarse ciertamente )a eτplotacíon de  minera

-lea encerrados en su seno  sin relation con )a  superficie.  



CAPITULO XIX• 

PROPIEDAD DE LAS AGUAS. 

opiniones respecto de sí el  agua puede ser objeto de prnpiedad.—E'pllcacion de 1a 
contraria á esta  posibili lad —C[rcunatan^ias particulares que influyen en esta 
forma del derecho de l ιropiedad.— λ:sámea del punto referente á sí todos los rios 

 pertenecen al dominio  pIiblico ó solo  algunos  de ellos. 

Encuéntrase el ag'ua en tan singulares condiciones,  que 
muclios  niegan  ό  posibilidad de que sea objeto de  propiedad,  
ν sostienen que puede serlo únicamente de un derecho de uso. 
Nace, á nuestro parecer, este error, de un lado, de la impor

-tancia que se atribuye á la circunstancia de servir en  ocasio-
nes  1a misma agua  para  varios  tines y en provecho de varios 

individuos; y de otro, del concepto equivocado del dominio  co-

run y del público. 
Por lο que hace á lo primero, notemos  ante todo, que á τe-

ces el agua puede ser acaparada por  un  individuo exactamen-

te lο mismo que cualquiera otro objeto, como sucede,  porejem-

1)10,  cuando  υπο coge en una corriente 6 adquiere por compra 

agua  que lleva á su casa para el consumo, á con la que riega 

las flores de un jardin  sin que discurra snbrante alguno fuera 

de él. Luego, á υη en muchos  cases en que despues de υ tili-

zada por uno, puede  servir á otro y áυη á varios ;  como  aeon-

tece cuando el duefio de  un  predio deja de aprovechar parte 

de la que mana de una fuente  sit ιaada en agtel y que emplean 

los  propietarios de  fincas situadas más abajo, el derecho de 

propiedad del primero es absoluto y completo, tanto que pue 
-de aprovechar por entero el agua y hasta cegar la fuente. Por 

último, á veces se utiliza á la par ó sucesivamente por muchos, 
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porque los fines á que se aplica  son por su natnraleza compa-
tibics, pues la  mima  agua  que ha servido para mover un arte- 
facto, "a luego á procurar á un predio los beneficios del riego. 

En cuanto á lo segundo, en otro lugar (1) procuramos 
demostrar que hay verdaderamente una proFiedad comun, que 
es ilimitada (cosas comunes) δ lírnitada (cosas públicas), 
pudiendo usar todos de los objetos que  constituyen  asi la  una  

como la otra, pero correspondiendo, por el  contrario,  el ré
-gimen de los mismos á distintos sujetos segun  los  casos.  As',  

el agua puede ser de dominio y uso particular, como la ex-
traida por medio de  un  pozo  en  una finca de un individuo; de 
dominio humano y uso comun, como la alta mar; de  dominio  
nacional, provincial ó municipal y  uso  comun,  como  un rio 
navegable, υπο no navegable  ό  un arroyo. 

Lo que sucede es, que segun que las  aguas  son marítimas 
δ terrestres, pluviales ó  manantiales, superficiales  ό  subterrá-
neas, vivas  ό  estancadas, comunes δ medicinales; segun que 
discurren por terre n os particulares δ públicos; segun que el 
destino  ii  que se aplican es de primera necesidad, como bebfda, 
lavado, abrevadero, etc., ó no, como el riego ó el movimiento 
de  un  artefacto; y segun que es  ό  no posible emplearlas á la 
vez en distintos usos  ό  que `arios individuos se sirvan de ellas 
para  uno idéntico, nacen'relaeiones tan complejas y peculia-
res, que por eso mismo reviste el derecho de propiedad de las 
aguas un carácter especial (2). 

Un punto hay sobre el c ual debemos decir algo por ser el 
quo da lugar á mayor divergencia entre las legislaciones, que 
es el referente á si todos los rios deben ser considerados como 
de dominio nacional  ό  solo algunos de ellos (3). Las más de 

(1) Véase cap. 10, ξ 1°. 
(2) Y prescindímo aqui de las  complicaciones  á que da lugar la circunstancia 

de ir por Ιο general envuelto en esta materia Ιο referente á la propiedad de las 
costas,  playas, álveos de los rios,  á Ia accesíon, á  las  servidumbres relacionadas 
con el uso de las aguas, etc., etc. 

13) Cuestion no ι esuelta claramente por los Romanos. pues sí de un lado en la 
Instituta (lib. ±", tit. 1 0, 2°) se dice: /iunHna tinter omnia el porlυs  publica  stint, en el 
Digesto (lib. 43, tit. 1, 1íb. 1°, ξ 3°) se hace la siguiente  distincion: /?urnina guile-
dam pub/tea su,il, g ιι aedιι m non.  Cassio,  Celso y otros jurisconsultos consideraban 
como público todo  rio  perenne. 
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las  legislaciones hacen una  clasificacion de los rios segun que 
son ó no navegables ó flotables, declarando de dominio públ ί -
εο los primeros, y susceptibles de dominio privado los  segun-
dos  (1); mientras que  algunas  no admiten  sernejante distiri-
cion y consideran que todos los rios  son del dominio de la  Na-
don (2). Νótese que las consecuencias prácticas que de hacer 
ó no esa dístincion resultan, vienen á reducirse en suma á εοη -
ceder una mayor ó menor íntervencinn al Estado en el régi-
men de esas aguas  (3), y á reconocer ó no ciertos derechos de 
preferencia á  los  propietarios riberefios (4). Por lο demás,  Ia 
cuestion de propiedad se plautea mal á nuestro ju ícin cuando 
se supone que los rios no declarados de  dominio nacional, ó 

(1) Segun el art. 538 del C ό  Ι ί gο Napoleon,  los rios navegables ό  flotables cons-
tituyen parte del dominio público; pero respectn á los no navegables ní  flotables 

 hay nada mdnos que cuatro opiniones distintas entre los jurisconsultos france-
ses, (llatbie, 01' dl., 	453 y sign.) Segun la  primera,  p€rteuecea al domínío ρ ύ - 
blico, como los navegables; segun  la  segunda, pertenece á aquél la corriente, pero 

 el lecho á los ribereños; segun la tercera, ambas cosas á éstos; y segun la cuarta, 
que es la cnnsagrada pOr la jurisprudencia, son cosas de uso comun que no perte

-necen á nadie, conforme al art. 714 del C ό λ ί gπ Napoleon. E1 portugués distin-
gue entre unos y otros (arts. 431 y 434), sin declarar sí son ό  no del dominio 
público, pero sí que todos pueden usar de las aguas de los primeros conforme á 
los reglamentos administrativos, y recnnnc ► endo en los ribereños de los segundos 
el derecho de servirse de ellas en bene ficio de sus pi'edios. Pero en los arts. 380 y 381 
se consideran cosas  pdbiicas lan corrientes de aguas dulces navegables y flotab Ιcn, 
y las que no lo son, como comunes, ó sea aprovechables por lus individuos com-
prendidos en una círcunscripcion administrativa ó determinada corροra^ion ρύ -
blica. 

En Austria, e1 art. 287 del C ό dígo civil no hacia esa distincion, pero la consigns 
la ley de 30 de Mayo de 1839. En  Alemania (véase Lehr, 01'. cit., ξ 81) se asím  i- 

 Ian los no navegables ní flotables á los que  10 son cuando tienen agua todo el año, 
conforme al prínciplo romano:  publicum  (lumen esse Cassius dejinil quad  perenne  sil; s  Io  
que á vece. se  estima del dominio municipal. La ley de aguas de Baden de 25 de 
Agosto de 1876 admite la distincion, y lo propio sucede en Bélgica, puesto que  Ia 
Icy de 7 de Marzo de 1877 tiene por objeto la policía de las corrientes de  agua  no 
navegables ní flo'ables.  

(2) El C ό λ igo de Italia (art. 427) los declara todos del dominin pública,copiando 
el art 420 del Ci)digo sardo; y lo propio sucede en España conforme al art. 4" de la 
dey de 13 de Junio de 1879. 

3  Por estn se ha aducido en Italia como razors para declarar todos los rios de 
dominio p ιiblicς que esa es una de las causas de la prosperidad de la agricultura 
en la iornbardia y en el Piamonte. 

(4) Así se ha  hecho notar, que miéntras en  Francia  se establecia  una  jurispru -
denck protectora de los derechos de los ribereños, la corriente  contraria domina  
en Bélgica, donde los legistas tienden  6. igualar unos y otros  rios  y á  privar  á loa 
rib^reñ οs de casi todos sus derechos. Véase el  Annuaire  de léyisl ι liοn ί lrα;ιηέ  
re, 1878. 
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son cosas nullius δ pertenecen á los propietarios  ribereiios.  Sc-
na  muy  extraflo, dice con razon M. Batbie, que los rios  no  na-

vegables  iii flotables no pertenecieran á nadie al mismo  tiern- 

0 que los navegables δ flotables sι declaraban apropiados 6 

del dominio pύ b Ι icο. Pero no lo sería mén οs que prevaleciera 

1a opinion del mismo escritor, el cual sostiene que pertenecen 

á los propietarios ribereños, fundándose en los derechos de 

riego, pesca, etc., q υ se les reconoce desde luego por la ley, 

siendo así que estos no arguyeii otra.,osa que una preferencia 

natural en el uso de las aguas, pero en modo  alguno  que  pue-

dan atribuirse respecto de ellas  un  derechó igual, y ní siquiera 

semejante,  al que tiene el dueño de un predio en las aguas que 
manan en la fuente que aparece en el mismo. Todos los rios 
son de uso cοmun y de dοτη ί η ί ο ριί bΙicο, solo que este, seguii 
la importancia de aquellos y la naturaleza del terreno por qud 

discurren, puede ser nacional,  provincial δ comunal, y por 

tanto  su  régimen corresponderá  at Estado nacional,  á la dipu-

tacion δ al ayuntamiento; asf como respecto de aquel, del  uso, 

 es  preciso regularlo de modo que  scan compatibles los varios 

de que es susceptible y en el ór ιΙ en que pide su  importancis. 

Por esto es lo primero el uso de ellas para beber, lavar ropas, 

bañarse, abrevar caballerfas, etc., y luego para la pesca, la. 
navegacion y flotation, y por ultimo, los aprovechamientos que 
llevan en sf cierto carácter de exclusivismo, como riegos, ar-

tefactos, etc., por l ο cual exigen una concesion especial (1), 

dentro de cierto δ rden de  preferencia  (2). 

Resulta, en conclusion, que el agua puede ser cosa  cornun, 
y por tanto ρropieda ιi de 1a humatiidad, y de la que es dado 

usar por  ig'ual átοdos loshombres,  como  laalta mar; puede ser 

(1) Porque miéntras  los  aprovechamientos comunes, como decía la Comísion 
que  redaet' la ley de  aguas  de Espalia de 18'ió, por no consumir el  agua  o acnsu-
mirla só! ο e η una  pequefia cantidad y no impedir ot: os iguales, constituyen prnpís-
mente  un  mero  uw y no e τ i, en autorizaion, estos otros, •por consumir cantidad 
considerable de  agua  β  iinpedir otros aprovechamientos íd βι1lcos exigen concesio-
nes especiales por parte del poder p ιibiícο ■ . 

(2) 'si  la ley sobre aguas terrestres de Ε sρa a señala en  su  art i60 el siguien-
tι, órλ en de preferencia: abastecimiento de poblaciones, abastecimiento  de fer-o-
carriles, r ί egos, canales de naν gacion, molino4 y otras fábricas, barcas de ρ asο 
y puentes flotantes, estanques  para  viveros ú criaderos de peces. 
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εοαα ρτί δΙίεα, y por tanto propiedad  de la Nacion, de la proviii-
cia ó del pueblo, de que usarán todos los hombres en la forma 
necesaria  pam que sean compatibles algunas de  las varias 
apl icac iones de que es susceptible y posible su aprovechamien-
to por todos respecto de otras; y puede ser, por último, cosa 
ρrίνada, y por tanto propiedad  esclusiva de una persona indi-
vidual ó social (1), única facultada para servirse de ella y 
utilizarla. 

(1) λ ñadimos social, parque un pueblo, por ejemplo. tendrá en la fuente que 
mana en una  linen de propios el mismo derecho que el individuo en la que brota en 
su predio,  sin que quepa cnnfundirlo con el dominio que tiene ese mismo  pueblo 
en el arroyn que atraviesa  su  término. 

' ½. 



CAPITULO XX, 

PROPIEDAD INTELECTUAL. 

`Eκp cie de esta forma del derecho de propiedad. — Principio generalmente adopta-
do  en cuanto á la  literaria;  tendencia á  garantizar  el derecho de 1ο e autores  c' 
tranjeros ιo miemo que el de los  nacionales.—Propiedad  ariistica — Propiedad dra-
m ή ιkα; diferesicias entre  Ian ley ε s más recientes. —Propiedad íaduslruxl. 

Aunque en otro lugar (1) hemos dicho lo esencial respecto 
-de esta forma de propiedad y de sus cuatro especies: lί teraria, 
artisticiz, dramdtica é industrial, parece oportuno, dado el ob-
jeto de esta parte de nuestro trabajo, recordar aquí lο a11í  ex-
puesto  y ampliarlo un tanto, aunque  sin eutrar en pormenores 
que no consiente la fiidole de esta obra. 

Vimos entonces que el prince pío generalmente adoptado. 
en cuanto á la propiedad literaria,  es el de la límitacio ιn (2) 
del derecho del autor por la vida de éste y  un  periodo d^ 
tiempo que varia  segun los países:  oclienta afios en Espafia (3); 
cincuenta en Francia, Portugal, Noruega, Suecia y Rusia; 
treinta en Alemania, Suiza y  Dinamarca;  y veinticinco  eu 

 B'{lgica. En Italia se reconoce por 1a vida del autor y despuee 
á los herederos hasta el transcurso de cuarenta años desde  In 

(1)  Tomo  2°, cap. Ι i, τ:τ, 2. 
(?) Hoy es la única e κε3pc ί οη Mdjico, donde se ha reconocidn la perpetiiidad. 

Sirva esto de rectiticacion á lo 'licho en el tomo 2°, p. 312. 
(3) Con la singularidad, censurada por  Mr.  Delalande  (en el Annuaire de légis1 -

lion élrangere de 188%, de que segun el art. G' de la ley del de Enero de 18"19, sί  ι 1 
autor trasmite su derecho por un actn pater aros, pasa al adquirente por ochenta 
aYios sí aqu.l no daja herederos forzosos, ρues en ntro caso s ά lo lo disfrutará por 
veinticinco, y los herederos por otro periodo igual.  

ΤΟΜΟ  111 	 15 
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publícacion de la obra; en Austria por treinta, pero pudiendo 
el Gobierno prorogarlo en (casos especiales; en Inglaterra, 
de por  vida  y siete más, sin que pueda bajar de cuarenta la 
duracion del derecho; y en Holanda, dura respecto de las obras 
publicadas, cincuenta  afios á contar desde la publícacion, y 
en cuanto á las no  publicadas,  miéntras viva, y treinta aū os 
desρυ s de la muerte (1) . 

Y la limitation no solo consiste en esto, sino  que de  una  
parte se autoriza á veces la expropiacion por  causa  de utilidad 
pública (2), y otras la reproduccion de la obra por quien no 
tiene derecho sobre ella. Esto último hacen las legislaciones 
de Espafia, Portugal, Noruega, Dinamarca é Inglaterra; la 
primera, autorizando la publication de aquella, cuando  su  
autor no la reimprime en el espacio de veinte  afios (3); 1a se-

gunda, declarando que áυη cuando una obra no haya pasado 

 á ser del dominio públ ί co, es lícito expropiarla,  sí sus edi-

ciones estuviesen agotadas, y no quisieren reimprimirla  el  au-
tor  6 sus herederos (4); la tercera, estableciendo que la prnhi-
bícion de reimprimir un libro cesa cuando se ha hecho impo-
sible durante cinco  aiios procurarne ejemplares de la última 
edition,  aunque renace la prohibition desde el momento en 
que publique una nueva el que  tenga  el derecho de autor (5); 
la cuarta, estableciendo ese mismo límite (6); y la última, fa-
cultando al gobierno para autorizar, despees de la muerte del 

(i) Ley dc 28 de  Junio  de 1?81, que empezδ á regir en 1° de Enero de 1882. 
am rasgo más original de esta ley es seguramente la manera de regular la du-

racion del derecho del autor respecto de las obras publicadas. Rs una innovation 
feliz. Ha ahandonadn el sistema comun  que  hace depender aquélla de la vida dei 
autor, puesto que se concede por cierto tiempo despues de su muerte.  Este siste-
ma, seguido de ordinario y abandnnado hoy por los  Paises-Bajos, favorece t lue 
autnres de constitution robust" costa de los débiles: favorece los primeros fru

-tos de la juventud ι costa de las obras superiores de la edad madura, y favorece 
los libros escritos por muchos autores A costa de los escritos por uno  solo. Ree

-laerts van Rlokland, Annunire etc. 1852. 
(21 Asi el Códígο portugu& (art 8'7), autoriza al Estado  para  eIpropiar un es-

erito conforme á los principios generales  dc la enagenacion por causa de utilidadΓ 
pιlblka, pero debiendo ser facultado al Pfecto por una ley. 

(8) Art. 40 de la ley de 12 de  Enero  de 1879. 
(4) Art. 81 del Códigο civil. 
(5) Ley de 8 de Junio de 1876, arts. 19 y 20.  
(6) Ordenanzas de 29 de Diciembre de 18,8 y 5 de Mayo de 1866. 
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autor, la reimpresion de las obras agotadas y no reimpresas 
por los representantes de aquel. 

Es de notar asimismo la tendencia de la legislacion á ga -
rantizar el derecho del autor, lο mismo cuando es nacional 
que cuando extranjero, ya equiparándolos en cuanto á las 
obras originales, ya prohibiendo á poniendo limites á la facul-
tad de traducir aquellas, va en fin garantizando todos estos 
derechos en 1οs tratados internacionales sobre propiedad li

-teraria. 
Dinamarca fué la primera que asimiló en este respecto á 

nacionales y extranjeros. Este ejemplo fué seguido por mu-
chos Estados secundarios de Alemania en 1829 y 1830; por 
Grecia en 1833; por Prusia, aunque de un modo condicional, 
en 1837; por Baviera en 1840; por Sajonia y Suecia en 1844; 
pm' Austria en 1846; por Portugal en 1851; en Francia cii 
1852, etc. (1). 

En cuanto al derecho de traduction, en unos países, como 
Espafia, se le reconoce al autor plenamente; en otros, co-
mo Italia, pm'  un período dado; en Rusia se permite la publi-
cation de traducciones, pero sin acompafiar á ellas el texto 
de la obra; en Alemania, salvo tres excepciones consignadas 
en la ley de 11 de Junio de 1870, no se considera fraudulenta 
la traduction de obras ya impresas, etc; en Holanda, se le re-
conoce ese derecho respecto de las obras no publicadas y de 
las publicadas, cuando se ιο reserva expresamente y sale á 
luz la traduction dentro de tres  afios á contar desde la fecha 
dc la edition original. 

Por último, como la indole de esta propiedad se presta cual  
ninguna otra al fraude  cuando  un  pals no reconoce y garan-
tiza los derechos de  los  autores extranjeros, de aquí los nume-

rosos tratados internacionales celebrados por todos los  pal
-ses  de Europa, y que tienden á equiparar sobre una base 

de reciprocidad á nacionales y extranjeros en este respecto, 

ya exigiendo  algun requisito, ya declarando que [os pedidos 

(1) Véase el  trabajo  del Sr. Caravantes: Re υ ís εn de L εg ί slσ cíon  η  Jκ risprυ denciσ, 
1877, tomo 1°, p. 126. 
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y  cumplidos  en  uno aprovechan y bastan para el  reconoci-
miento  del derecho en el otro, y extendiéndolo, no solo á is 
reproduction de las obras publicadas, sino tambien á la tra

-duccion de las mismas. 
En cuanto á la propiedad  artistica,  al paso que la ley eg-

ραīιο lα incluye bajo la denominac ion genérica de propiedad 
iiitelectual las obras cientí ficas, literarias y artfsticas, y decla-
ra que sus beneficios alcanzan á los autores de mapas,  pianos  
ó dibujos cíentificos, á  los  compositores de música y á los  an

-tores  de obras de arte, la alemana de 11 de Junio de 1870 
declara que las  disposiciones de la misma se aplicarán á  los  
dibujos y grabados de geografia, topografia, etc., con tal que, 
atendido su fin principal, no de ban considerarse como  obras 
de arte; y por las leyes de 9, 10 y 11 de Enero de 1876 se con-
cede el derecho de propiedad al aut or de obras correspóndien-
tes á las artes figurativas (1) durante la  vida  y  treinta años 
más; al fotógrafo, sobre las suyas, por cinco;  y al de dibujos 
y modelos industriales por tres  afios, que pueden prorogarle 

hasta quince. La ley de Noruega de .8 de Junio de 1876 hace 
la misma  exclusion de las obras de arte, y las dos de 12 Marzo 
de 1876 recoiiocen al autor de stas el derecho de reproducirla 
durante la vida, y al fotógrafo sobre la  suya por cinco  ailos. 

Por lo  que  hacé á la dramática, hay notables diferencias 
entre las  'eyes  más recientes. La de Espafia la equipara á la 
literaria; en Alemania tambien, pero con la singularidad  de 
que las obras esclusivamente musicales, impresas ya, pueden 
ejecutarsé en públ ί co sin que sea necesario el consentimiento 
del autor, salvo que este se lo haya reservado  al frente de la 
misma, requisito que  no se pide para las que  son á la vez mu- 

(1)  Segun  M. λlori Π ot(Α nnuairedι légisfali ο n étrangère de 1877) la  leyes  anterior 
res habían expresado  con una gran variedad de tér mínos el objeto del derecho del 
autor en matria de arte. Se dijo unas veces:  kunsiwerk (obra de arte); otras,  arlis-
lisehesErzeugniss  'producto artístico) y otras  tambien Ζ e ί ιb ηυκge η oiler Gemnelde (d Ι -
bujos '  cuadros). Considerando que todas estas formas de ezpresí οn eran dema-
siado'iagas, se  convino  en emplear esta otra: IVerk der bildenden ki2 ηs Ιι  (obras  de 
las artes figurativas), la cual, segun se dice en la ezposici^n de  motivos  •di^tin-
gue claramente las obras de cuya publication se  trata aquí, de la m ιí ι ί εα y is pue_ 
sia, y contiene al mismo tiempo la pintura, el dibujo, la escultura, etc. 
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sítiales y dramáticas. En Suecia, por la ley de 10 dc Agosto 
de 1870, el derecho de representar en escena una obra dramá-
t ί ca ó dramático- musical pertenece al autor solo de por vida y 
cinco  aū os más.  En este punto es notable el contraste con 
Italia, donde para obviar ciertos inconvenientes producidos 
por  los  tdrminos de la ley de 25 de  Junio  de 1865, se dictó la 
de 10 de Agosto de 1875, segun la coal el autor de una obra 
hecha para ser representada en público tiene el derecho exclu-
sivo de representarla ó ejecutarla durante ochenta aū os, á con-
tar desde el dia de la publication ó de la primera ejecucíon. 
En Holanda, dura, respecto de las no publicadas, de por vida 
y treinta años más, y en cuanto á [as publicadas, diez á con-
tar desde la fecha del depósito, siendo preciso en este caso que 
el autor se reserve expresamente ese derecho. 

Finalmente, en cuanto á la propiedad industrial, ó sea, los 
llamados privilegios ó patentes de inveneion, ya dijimos en  su  
lugar que en  unas legislaciones se describe lo comprendido en 
este término; diciendo, por ejemplo, que pueden obtenerse 
aquellos por el establecimiento de nuevas industrias, la'inven-
cion de máquinas, aparatos, instrumentos, procedimientos, 
operaciones químicas y mecánicas, etc., que es lo que  haceii 
1a ley espaū ola, la francesa, la  italiana,  etc., mientras que en 
otras, como acontece en Bélgica y Alemania, se deja esto á 1a, 
interpretation de los Tribunales y de la administration; que 
se distinguen los privilegios de invention, los de perfection y 
los de introduction, concediendo naturalmente diferentes dere-
chos en cada caso; que se exceptúan determinadas cosas de 
este derecho ó prívilegiο,  como  los alimentos y demás objetos 
de consumo, que las dos leyes más recientes en esta ma-
teria, que son la de Espaū a de 30 de Julio de 1878 y la de 
Alemania de 25 de Mayo de 1877 (1), l ο conceden, la primera 
µor veinte aū oa, y la segunda por quince; y por último, que 

(1) Puede verse en el Annuaire dc législation élranρère del aüo 18'78, ρágα. 1118 y 
siguientes,  esta ley con notas extensas é interesantes y una introduction sobre 
la historia de esta cuestion en  Alemania, por  M. Lyon-Caen. 
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nuevo en cuanto al tercero y dejan subsistente el antiguo en 
cuanto  á los contratantes, ó  dan  á 1a inscripcion un valor ab-
soluto  unas veces y  relativo otras, por donde ni aquella ha. 
sustituido á los tradicionales modos de adquirir, ní tampoco «a-
len estos por sí y sin ella. 

Prusia es el pals  que más se acerca al primer tipo, y casi 
coincidiria con 1u que se puede considerar como ideal en esa 
direction, sí las cuatro leyes de 5 de Mayo de 1872, que cons-
tituyen  su  actual régimen hipotecario, hubieran consagradotn-
dos los principios  consigiiados en el primitivo proyecto de 28 
de Noviembre 1868, segun el cual lo que consta en los libros 
mereceria una fe absoluta é inatacable: «es propietario el  que  
aparezca como tal en el Registro.» La trasmision de los bienes 
inmuebles se verifica en Prusia por virtud de la Aujliz'sun'q, 
este) es, de la  investidura  que confiere el Juez - Registrador al 
propio tiempo que practica la ínscripcíon, ccrnstituyendo am-
bas cosas un acto indiviso (1) y el uinico eficaz para efectuar la 
enajenacion (2), pnrque el convenio solo produce un  derecho  á 

(I) La primera de las cuatro leyes, sobre la adqnisician dc fa  propiedad  inmuibie 
robre los derechos reales  inrnouiiiarios. dice en su art. i": •en caso de enajenacion v ο-
l ιιιι tαr ί α, Ia  propiedad  de un  inmiieble no se adquiere  sinu por virtud de una  ins-
cripciin en el iihro krri ιoriai, hecha á seguida de no acto de investidura  (Aiqlas-
sung);* y en el 20: .Ia investidura se lleva á cabo mediante la siguientedoble decla-
racion: 1°, el propietario actual segun el liegistro declara que consiente en que so 
haga la inscription en favor del nuevo adquirente: 2",  este  declara que reclama la 
inscripcion. mbas decl aracíones se harán s ί m υ ltáneamente y en alta voz ante e 
Juez-Kegistra'ior corp etente.Y i{esu ita asp una especie  de enajenacion consentida 
ante los  tribunales, una cessio in juTe. •La  Investidura,  ce dice en el µeámbu:o, y 
la inscripcion  que  la sí gue, son dos operaciones ìnseparables, y constituyen e η su 
conjunto un solo acto jurídico, que produce la trasmísion de la propiedad,  cornolo 
hacía en ntro tie mpo la tradicion. ί?η la investidura, Ian dos partes eψre ε an so-
knaemente su  volu ntad reciproca de enajenar y de  adquirir;  en Ia ínscríl;cion el 
υ3Ζ e ιηs ι a y ιi-  validez al consentirniento de las partes. Una  investidura  sin 
inscripcion ό  una  in scripcíon siii  investidura serían impotentes para transferir la 
pro  piedad.  • 

(2) Guando esta es voluntaria, porque el art. 50  dice ofuera del  caso  de  enajena
-don  voluntaria,  la  propiedad  inrnueble continuará aìquiríéndose como ántes;• 

esto es,  cuando  se  adquiera por herencia, legado, comunidad legal entre εό η yu
-gec, expropiacion forτπ sa, etc. Sin embargo, eualquiera que sea el modo de adqui-

sicion, el adquirente no podrá consentir  una investidura  ni  constiluir un derecho 
real sobre un  In τnυ eble, sí no ha ins trito ántes  su  de recho en el libro territorial.. 
Es decir, que en estos casns la inscripcion noes un modo de adquirir, ni tiene otrn 
valor que el que alcanza, por ejemplo, en Francia ό  Espafia. Solo dos coheiederos 
pueden, ántes de la partition, trasmitir los  bienes  sin  inscribir  pré ν iamente s ιτ 
derecho. 
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pedir el registro. E1 conocimieiito que tenga el adquirente de 
tin titulo  anterior por el que se  haya obligado el enajenante á 
trasferir  1a  cosa  ά  un tercero, no será obstáculo ά  que se verifi-
clue la adquisicion (art. 40) (1). La prescrípcion  adquisitiva  no 
tiene lugar en contra del propietario que tiene inscrito  su dere-
c^ ιο (art. G°). Al q ue por ser acreedor de un inmueble, tiene  de-
recho á obtener la  investidura  ó la inscripcion, le es dado  mani

-tenerlo por medio  de una prenotacion en el libro territorial (2). 
Puede pedirse la  nulidad  de cualquiera  inscripcion de propíe-
dad con forme á las reglas de derecho  civil; pero  si  aquella se 
declara, la anulacion no perjudicará á los terceros que, fiados 
en la inscripcion, hubiesen adquirido derechos sobre el  in-
mueble  á ijiulo oneroso y de buena fe (3). La demanda de ηυ-
lidad procede  tambien por  algun  vicio  del título  que  ha dado 
lugar á la  investidura, pero los de forma quedan salvados 
por la inscripcíon (4). Las restricciones (5) del derecho de 
enajenar solo producen efecto contra tercero, sí se ha hecho 

(1) Salvo el caso de que se  haya hecho constar la prometa de enajenar en el 
Registro por medio de  una  prenolacion, con arreglo al art. 8°. 

(2) λτ t. r3°. Come observa M. Gide, teniendn el compradnr de un inmueble, mien-
tras no  haya recibido la investidura, tau ε ό l ο  un  simple derecho de crédito, este 
no  puede inscribirse, porque  no es real, pero si ser objeto de una µre ι+ν lactan, es 
decir, de  una  reseri'a de inscripcion en el poreener. Por virtud de esta  prenotacion, que 
no exige et consenti'niento del deudor, el derecho del acreedor se hace pυblícο. 
irnede oponerse á tercero y adgalere certa especie de realídnd. Viene á ser este ais

-t^ma como un término intermedio  entre la doctrina romana,  seguii  1a cual el  pac-
to  do enajenar solo jroduce efecto entre las partes, y la francesa que estima Ia. 
simple convencion sumo  un  αctο traslativu de la propiedad. 

(3) Art. 9°. Las ύ lt ί ιηαa palabras: d tilnlo οκeroso y de  buena  ¡e, no estaban en el 
primitivo proyecto de 188, el cual, sogun heaios  dicho, daba un valor absoluto á 
la inscripcion. En el preámbulo del de 11371 se justifica esta adicíon del modo sí= 
guiente: •Una ínscripcion falsa, y que resulta de una falta del regisirador, n ό  
puede conferir  la propiedad: la persona que de este modo  haya  ínscnto su derecho 
es  un  propietario  falso. Cierto que el interés publico  exige que. esta inscripciοτι 
haga fe,  per  consiguiente que los derechos concedidos por  este propietario se αn 
inatacables; pero esta fe debida á la inscripcion no puede invocarla el wismo 
que conoce la falseda i.. Itepárese que, segun queda dicho,  el art. 4° βιο exige  Ia 
buena fe, puesto que no es obstáculo  para  la adquisiciou de un inmueble el que 
tenga conocimiento el adq uirente.de  un  titulo  anterior por el que se haya  ebliga-
do e1 euajenante á transferir squel á un tercero, porque en este caso  Ia  enajena

-cion Ia consiente el verdndero propietario en  perjuicio  de quien no tiene sino  un  
derecho personal, mientras que en el del art. 9" la consiente un propietarlo (also  
lo supuesto. 

(4) Art. 10. Esta d ί sΓοsiciοη tampoco se hallaba en el proyecto de 1866. 
(5) Estas restricciones de que habla el art. 11 son, no los derechos reales, sínδ 
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mencíon de ellas en los libros  territoriales,  ó e ί  los terceros 
ban tenido con ocimiento de  las  mismas (1). Los derecho3 rea-
les, por lo general,  tampoco perjudican á tercero si no se ins-
criben (2). E1 Registrador ó Juez -conservador está obligado á 
exam mar la validez, en el fondo y en la forma, del  acto  de la 
investidura  y del consentimiento necesa rio para hacer la iiis-
cripcion; pero los ν ί ε ί οα del título que  ha servido de funda

-mento no le auto rizan para  denegar  la inscription (3). Los 
Registradores son respousa bles de las faltas en que incurran 
eu el ejercicio de sus fun ciones, y en  caso  dc insolvencia res-
ponde el Estado (4). Toda inscription de propiedad deberá 
notificarse, bien al propietario que  ha inscrito precedentemente 

 sυ derecho y á las demás personas que  ten gan  sobre el inmue-
ble dere clios reales inscritos,  bien  á la administracion del εα-
tειstro (5). 

Suecia es un ejemplo del segundo tipo. Cualquiera que 
examine someramente las  die'  leyes hipotecarias promulga-
das  cii 1875 (G), pensaria quo habia alli un régimen perfecto 
y completo, y sin embargo, puede decirse que en realidad de 
verdad no existe en aquel  pals Ιo que hoy se  estima  como un 

algunas de las que limitan el derécho de enajenar, como  las  condiciones  resolυ t& 
ria,  el  pacto  de retroventa, etc., ó las que  proceden  de la condition del propieta. 
cuando es  rio,  menor, pród ί gο, etc. 

(t) Estas ιíltimas palabras tampoco se hallan en los proyectos  auteriores. 
(1) El proyecto primitivo decir: no ,'OC€4. Como  esta  redactado e1 artículo, ía 

inscription es necesaria  para  oponer el derechn á tercero, no lara crearlo, por 
doiide aquella vale como en el sistema de otros paises.  

(3) Art. 4Gda la ley sobre los libros  terriioi·iales. E1,48ordenaque el Ilegistra-
dor examine si hay  algo  que se οµοngα á la  investidura; esto es,  SI  el enajenante 
es  propietario segun los libros, si tiene capacidad de enajenar, si es susceptible el 
ínmueblede serenajenadn, y si el adquirente  tieuecapacidad de adquirir. 

(4) Art. 29. ΙΙβ aqul la razon aducida por  la Câmara de Seüores en apoyo de 
esta res ρα nsabilidad subsidiaria del Estado: •La ley hace depender el derecho de 
propiedad de la inscription,  poniendo  asi en cicito modo la fortuna de los  particu-
lares  en manos de los tiegistradores; y es  por  lo  mismo justo que en compensacion 
garantice plenamente  al propietnnio contra  las faltas que aquellos puedan cometer. 
Esta garantis,  provechosa  para  el crédito  territorial, no será onerosa para el Es-
tado, que µοdrá hacer pesar esta carga  sobie fos  propietarios, aumentando  mi  
,poco la tarifa de losderechos de inscription. Ι ί esυΙtará así una especie  de segu-
ro mutuo entre todos aquellos contra los  errores posibles de los libros  territo -
iales. 

(J) Alt. 5Ì. 
(6)  Véase el Annuairede lέyislaliοη έ 1rangtre de 1876. 



REGISTRO DE LA PROPIEDAD 	 235 

verdadero Registro de la propiedad. De antiguo venía siendo 
necesario  un acto público para hacer válida la trasmísion de 
los inmuebles contra tercero, y esto mismo se con signa en la 
n ueva legislacion, segun la cual aquella se lleva á cabo por 
medio del layfαrt aafaziiq, especie de investidura legal ó  pro-
cedimiento  para entrar en posesinn de la finca adquirida, que 
se confiere por los Tribu nales y que se hace constar eu libros 
destinadns á este fin. Pero despues de hacer obli,gatoria esta 
investidura y de dar la preferencia á la anterior sobre la pos

-terior, todo viene al suelo con la declaration de que la tnaesti-
dκrα co ιτcedida no empece el ejercicio de la action reiviiidicato-
nia (1). Y como por  afiadidura en Suecia no se reconocía la 
prescription adgιώ itív α, resulta que falta lο que co nstitu3 e la 
esencia del Registro de la propiedad, como han observado al-
gunos jurisconsultos suecos que han pedido con insistencia la 
reforma en el sentido de sustituir los actuales libros, que  no 
son otra cosa que un fudice de actos del tribunal, con verdade-
ros libros territoriα les, al modo de los que se llevan en Alema-
nia, Dinamarca y Noruega. 

Estas reclamaciones han sido satisfechas en parte por dos 
leyes recientes, de 22 de Abril de 1881. La primera declara 
que «cuando una  persona ha adquirido de b uena fe un inmue-
bfe, y, despues de haber obtenido la investidura, la ha poseído 
en concepto de  propietario  y sin interruption  durante  veinte 
afios, no se dará action  alguna, fundada ea  un  de recho ante-
rior, contra Ia prescription». Por la segunda se autoriza á los 
tribunales para conceder la investidura, cuando no se puede 

justificar la propiedad, acudiendo al medio de los edictos. Al 

cabo de diez alios, ύ. contar desde el último, sí nadie ha  inten-

tado  la reivíndicacion, y el interesad o figura  conio  propietario 

en las oficinas de hacienda, se le concede la investidura (2). 
Entre estos dos tipos pueden colocarse los demás paises 

europeos. 

(1) Arts. 3, 1 .2y 15 de ]a primera de esas diez leyes. 
ι) Véase el Annuaire de 1882. Sira de reetitìcac(on lo dicho en el teito á lo ez-

puesto en la ρág. 43 sobre la prescription en Suecia, escrito y corregido cuando no 
había llegado aún á nuestras manos  Ia ley dc 1831. 
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Εη Francia, el sisterna, por todo estremo deficiente, del C6-
digo Napoleon, ha sido completado por  Ia ley de 23 de Marzo 
de 1855 y 1a de 21 de Mayo de 1858. Segun aquella es  preci-
a  la inscripcion de todo acto inter vivos traslati7ο de la pro-

piedad δ de derechos reales susceptibles de ser hipotecados, y 
lus referentes á la anticresis, servidumbres, usufructo, etcd-
tera,  pudiendo oponerse á tercero sδ lo los títulos inscritos. 
Ρcrο, aparte de las hipotecas legales ocultas en favor de los 
izieriores y de las mujeres casadas, queda en pié el princi-
pio de que, entre las partes, por la convencion se trasmite 
sin más la propiedad del  inmueble.  La inscripcion no coiivali

-da  en modo  alguno  el acto  nub. Italia tiene un régimen ba-
&ido con más rigor sobre los principios de publicidad y espe-
cialidad, y por lo  que  ampara el derecho del tercero, ha dado 
lugar á que un jurisconsulto italiano apellidara al legislador 
terτom αηο (1). En Portugal,  los  títulos no  inscritos pueden ín-
vucarse en juicio entre las partes δ sus herederos δ represen-
tantes; pero en cuanto á tercero no produce efecto s ί υδ desde 

,que han  sido registrados, y la  prioridad  de las  inscripciones 
 se  determina por la fecha en que han sido he  chas  (2). En Es

-palia,  los títulos no  inscritos  no perjudicau á tercero (3), y log 

inscritos  no surten efecto, en cuanto á éste, sin δ desde la fe
-clia de la iuscripcion; esta no convalida los actos δ contratos 

qiie sean nulos  con arreglo á las leyes (4); pero, eso no obs-
t.,ute,  los que Sc  ejecuten ú otorguen por persona que  en 
el Registro aparezca con derecho  para  ello, una vez inscritu9, 
no se ínva Ι idarán, en cuanto á tercero, los que con ella se 
hubieren celebrado por título oneroso, aunque despues se 
anule  δ resuelva el Jerecho dei otorgante en virtud de tíiu- 

(1) Vase en el C ό di ο civil los arts. 1932 y sigs.; el 206(3y el 1942, y la o6. cii., 
d,, Iluc. $ 11. 

ι Ι) Arts. 951 y 9i6. 
(3) Art. 23 de la ley Hipotecaria, adicionado cuando se reformo aquella por 1A . 

de 19 de Diciembre de 1869 con este párrafo:.1 α ínscripcíon de los bienes inmuebles 
y derechos reales adquiridos por  berencia ό  legado, no perjudicará á tercero, si no 
hubiesen trascurridn cinco α ίιοs desde la fecha de la misma.. Y luego por la ley υe 
17 de Julio de 1877 se dispuso esta  otra  adicion: ieiceptiianse los casos de heren-
είή  testada b intestada, mejora ό  legado, cuando recaiga en herederos necesa τ i ο s.s 

(4) Art. 33 de la ley Hipotecaria. 
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l ο anterior no inscrito, 6 de causas que no resulten clara
-menle del mismo Registro, á si la inscripcion se hubiere ηο-

t ί 1 cado 6 hecho saber á las personas que en los veinte a τ"τοs 
anteriores hayan poseído, segun el Regi atro, los  niismos bin-
nes, y no hubieren reclamado  contra ella en el término de 
treinta,  dias (1). 

Fn Inglaterra, despues de numerosas tentativas fracasaώ ι s 
durante veinte años, se publicaron en 1869 dos estatutos que 
iniciaron en aquel  pats el establecimiento del Registro de 1a 
propiedad (2), y en 13 de Agosto de 1879 se dictó otro más 

(1) Art. 34. El último ρárταΓο,  referente  á In notiflcacíon, se adicionó por  la lev 
reformadnra de 1&9. y 10 modificó, limitando  in eicepcion á los que hubiesen adqui -
τ ί λο por titulo oneroso, la de 17 de Julio de 187. En cuanto A la novedad i υtrodu-
cída en 1Sí3 ), desia el Sr. CiIrdenas quP la liberacion introdunida en el art. 34 esta-
ba en  pugna  ccii el sistema de publicidad adoptado por la ley •Si todo derechn 
real, para ser efectivo contra tercero ha dc constar en el Kegistro, δρατa qué no• 
liflcar y anunciar su constitution Bada vez que se trasmite ó modifica? Y ε ί  el de-
rPcho real no ha de ser efectivn contra tercero, Binó cuando se haga  saber por  In 
notífleacion y el  edicto, ¡qué  vale  su  inscription, ni  pam qué los  requisitos  y  so-
lemnidades  con que se verifica...? Y no dud( (la C οmí4ion de Cbdigο c) en  preferir  
como  pisteurs permanente,  In piiblicidad del Regisiro á in de la liberation, porque 
si la primera envuelve hasta ciertn punto una  flcci'.rn legal, la de que todos pue-
den  ent'rarsP de los  asientos  del Registro,  in segunda se  apoya también en otra 
fission de la misma especie, la de que todos pueden leer los edictos que se ('ian en 
la Casa Cousistorial, ó se insertan en el Boleiii de Ia pro ι• incia, aunque se hallen 
ausentec á mucha distancia, y sin tiempo material para ejercitar  su  derechn... , 
Con la adicion hecha al art. 34, Ιο  transitorio  se  convierte  en permanente; las  can-
sac de rcsolu clan de los  dereehos inscritos, se multiplican de un modo indetermi-
nado, y del  sistema  aleman de publicidad previa y efectiva, pasamos al sisters 
francs,  mixto de publicidad,con efectos limitados y sin  eficacia verdadera; á 
DOS de completarla  cn us  procedimiento especial, dilatorio, costoso, y que repug-
narian dc seguro  los  propietarios.. νéase en los Conιen ιarioc 4 la leyi8lacτos kipnleca-
ι is di Εφake y Ultramar de los Sres. Galindo y Escosura, los referentes á los  articii -  
los  23,33y34. 

Consecuencia  dc esta  innovacion son los artículos 91 y 99. Según el  primero,  -la 
cancµlacínn de las inscripciones ó anotaciones preventivas solo extingue,en  cuan-
to  á tercero, los derechns inscritos á que afecte, ci el  titulo  en virtud del  cual  cc ha 
veri ficado es  falco  h nub, 6 se ha hecho á los que puedan r ^εlamar In nulidad ó fal-
s ρdad, la notification que prescribe el art. 34. sin baberse formalizado tal reclama

-cion, y no contiene el asiento vicio exterior de nulidad de los expresados en el ar- 
titulo siguiente..  Seglinel segundo, •pο drádeclararselacancelacíon con perjuicio 
d' terce ro , fuera del  caso  de haberse hecho  In notification del art. 34. 1 0, cuando 
se de^,lare  falso.  nub o ó í ο eflcaz el titulo e α  cuya virtud se hnbíese hecho; 2°, ευ aτι- : 
do se haya  verifleado por error ó fraude; 30 , cuando 1ο  baya  ordenado un Juez ó 
Tribunal incompetente.. 

(2  Estatutos apara facilitar la  prueba  de la propledad y su trasmíalο ι (2, y 
, Vict. c. 53) y .para obtener una  declaracion sobre el titulo de prontedad. ( y  

26, Vict, c 67). 
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importante «para simplificar los títulos y facilitar la trarmi- 
soon de la propiedad territorial en Inglaterra» (1). Segun éste 
la inscripcion es facultativa, y solo se registran el pleno do-
minio  sobre inmuebles (freehold) y el  arrendamiento  (lease-
hold) de los mismos.  De la inscripcion puede resultar  que el 
propietario lo sea con  un  titulo absoluto, posesorio 6 cali ricado_ 
Para obtener el primero, que implica el reconocimiento de 
todos los derechos y prerοgati νas del dominio, el título ha do 
ser examinado y aprobado por el Registrador, no siendo ρο-
sible invocar contra el que lo tiene la prescripcion. E1  segun-
do deja en pid la posibilidad del reconocimiento de otro de-
recho que destruya el del primer propietario asi inscrito. Y p Ι 
tercero tiene lugar cuando se solicita la inscripcíoa con εα

-rácter absoluto, y resultando que el título no puede ser admi-
tido  sino por un período limitado, 6  bien que está sujeto á 
ciertas reservas, el Registrador hace constar los limites del 
derecho.  Ciiando se expide una certificacion (land certificate, 
se hace constar en ella  si  el titulo del propietario  e  absoluto,. 
posesorio 6 calificado. El arrendamiento se inscribe cuando ea 
por más de veintiun afios ó por una ó más vidas. Salvo men-
ε ί οπ en  contrario, las cargas inscritas Sc  colocarán por el or-
den de  su  inscripcion, y no por el de  las  fechas de los contratos 
en que Sc  hayan establecido. La trasmision de la propiedad se 
verifica inscribiendo el acto de la enajenacion en el Registrn. 
El que tenga  algirn derecho  que  hacer valer contra un  pro-
pietario  que ha inscrito el siiyo, puede entablar la correspoii

-diente  reclamation ante el Registrador, por cuyo medio, pare-
cído al de una anotacioιι preνentiva,  ya  no puede aquel ceder 
sus bienes con daño del otro. Cuando al Registrador ocurra 
duda sobre un punto de hecho 4 de derecho referente al titu-
Ιο cuya inscription se pide, puede, á instancia del interesa-
do, elevarlo λ. la resolution del Tribunal, el cual está faculta-
do  para someter la cuestion de hecho al jurado. «La inscrip-
cion de un acto de trasmisíon de la propiedad inmueble 6 de 

(1) 38 y 39, Vict. e. 87. An Act to simplyfy Ti lles  and /acililale the Transfer! of Lnnd 
íx England. Vase el Ann τια ire etc., de 1876. 
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un  derecho real á t[tulo oneroso, no cony alida  los que, caso de 
no registrarse, serían nulos por causa de dolo» (art. 98). Fí-
nalmente, sδlo los que aparecen en el Registro como dυ e ī̂ ns, 
sas mandatarios y los que tengan autorizacion de los Tribu-
nales pueden consultar los  libros  y pedir certificacion de l ο 
que en ellos resulta (1). 

En  Rusia,  se ha publicado el 19 de Mayo de 1881 un decre-
to del Emperador sentando «los princí pins generales referentes 
á la constitution del derechn de propiedad y dem έ s derechos 
reales», calcado en el sistema prusiano de la ley de 1872. Se-
gun é1, el r egistradur, que forma partedel ό rde π judicial, e α tá 
facultado para calificar el derecho del que solicita el registro; 
depende el derecho de propiedad de la inscription en  los  li-
bros; la hipoteca es independiente del crédito y puede consti+ 
tuirla el dueño del fundo á  su nombre para trasmitirla 1υ éΓο. 
Es de notar la facultad que se confiere al propietario de renun-
ciar  at derecho de enajenar y grau ar, solicitando el cierre del 
registro, hecho lo cual, se le expide  un  certificado, que es el 
que transfiere á la persona á quien se enajena ó hipoteca el  in-
mueble,  para que lo presenta en el Registro á fin de que se 
inscriba el derecho adquirido sin otro requisito (2). 

Casi todas las legislaciones exigen la inscription del títu-
1ο , pero únicamente para poderlo oponer á tercero, dejando en 
ρié, respecto de los contrayentes, el  principio  de la tradition á 
el de que basta el contrato para la trasmisíon, resultando así 
que solo en parte puede decirse que se ha creado  un  nue'o 

modo de adquirir en sustitu ciou de los antiguos (3). La ins-

cripcion, 6 se impone por el legislador, ya en todo caso, ya en 
η lgunοs, 6 se deja á la voluntad dc los interesados, pero áυη en-

tonces resulta forzosa por las consecuencias que produce el no 

hacerla, como sucede en Espafia. En cuanto  at valor de aquella,. 

(11 Artículos 2, 5-11, 21, 29-32. 53, 74, 98, 104 y 129. Véase además, en el An-

rniaire de 1882, The conrιτ/πκc ί ng and tιιω of propεrtg act de 181, dictada para Inglate τ-
τα é trlanda, que empezó A regir el 3 de  Diciembre  del mismo aíío. 

(?) Vase en el .4nn υα ί re de 1882, y las interesantes obsery aciones que le prece-
den del Conde Kapnist sobre  Ia  historia de esta cuestíon en Rusia. 

(3) Véase lo dicho más arriba, cap. 8°, 10. 
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li;iy pueblos que le atribuyen uno tan absoluto é irrevocable, 
dice Lelir, «que hasta la inscripcion hecha por error á iristan-
cia de υπο que no sea propietario 6 de una persona que  carez-
ca  de capacidad para enajenar, produce sin embargo el efecto 
dc transferir la propiedad (1);» pero los m έ s no llegan á atr ί -
b: ι ir al Registro una virtud curntiaa tan cx traordinaria,  aun-
que  sí la 1 ► astante para que 1a institucion cumpla  su  fin (2). 
Ln todas partes, al lado de la inscripcion dc  los  derechos  in-
dubitables, para garantizar otros más ó menos dudosos, se es-
tablece  Ia anotacion preventiva, prenotacion ó registro  provi-
sional. Quedan, segun hemos visto en  su  lugar,  todavia pri-
i legios é hipotecas legales que  surten efecto  sin la inscrip-
cion, aunque la tendencia general es á reducir aquello ς,  su-
primir éstas y someterlo todo á los principios de publicidad y 
dc especialidad. Tambien hay diferencias: en  cuanto  al η ύ -
mero y naturaleza de los documentos, actos ó derechos  ins-
cribibles (3), siendo de notar la  generalidad  con que se in-
cliiye en ellos el arrendamiento cuando es por cierto número 
dc afios 6 se anticipan las  rentas  dc varios de ellos (4); en 
ciianto al modo de llevar los libros, clases de estos y forma de 
hacer la inscripcion, que es por lo gen eral preferida á la 
transcripcion (3); en cuanto á la public idad absoluta ó  relati-
va  de aquellos (6), y finalmente, respecto de 1a naturaleza de 
la funcion del Registrador, pues segun el valor que se atribu-
ye á los asientos y las facultades que se le confieren para  cali-
ficar  los  títulos, así es  un  inero tenedor de libros ó  un  fun- 

(1) Droit  civil gerrnantque, $ 67• 
(2) Seaun el articulo :34 del εαρ( tuln 17 del Códigο del czar Alejo Míkhaílo-

vitnh de 1619, el segundo adquirente, que ha inscrito  su  derecho, es preferido al 
anterior que no ]o ha registrado, y se ord'na que el ejecutante, que ha hecho el 
frasi le, sea publicamente acolado para que los demás no caiτan 'en la tentacioii 
dr seguir su ejempin. 

(3) Las legislaciones que sujetan mayor número de actos ó docume ιιtos al Re-
glstro son la es ρατιο lα ( art. `l) y la italiana  (arts. 193?, 1933 y 1p2'I). 

(4) Véase  mis  arriba e1 cap. 11,  

(5) l.a transcripcion se exige en Berna, Hannover y Lucerna; en Bélgica, 
Francia, H ο landa é Italia, se transcriben los derechos reales y ee inscriben las 
hipotecas; y todos los demás han adoptado Ια inscripcion. 

(6) Es  absolutamente público en Francia, Italia y Portugal; s ιilo para los ínte-
reaados en España, Alemania  é inglaterra. 
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eionario απ álοgο en importancia al Juez ó Tribunal (1). 
Aunque  no cabe decir αύ α que «la inscripelon en el Regis- 

tro puede, desde boy, considerarse como la forma moderna de 
la trasmision de la propiedad,» es, sin embargo, manifiesta la 
tendencia á considerar aquel corno  el testimonio autό nticο, 
p ύ bl ί co é indubitable de la condicioa jarídica de los bienes 

(1) En Prusia ό  inglaterτa tiene este carácter el juez, según hemos  vislo. En 
Brunswick, las leyes de 8 de Marzo de 1τ ij, calcadas sobre las prusianas de 18T2, 
encomiendan el Registro á los tribunales.  En  Polonia  los documentos  inscribibles 
se somelen al ezámen de la autoridad hipotecaria, es d cir, de una  comision corn-
puesla del  Presidente  y de un juez del trl5unal del distrito y del  conservador  de 1a 
cancillería territorial. Véase Lehr, Droit civil rwsse, 402. 

En un número del peri ό dico El Progreao de Febrero de esie año aparece un ar-
ticulo suscrito por  un  regiatrador, el Sr. λ gυ llό , y que  transcribimos  á continua-
cion, ya porque en él se muestra cómo las condiciones del  registro determinan  In 
consideracion que alcanzan los funcionarios encargados de llevarlo, ya porque re-
sume el carâcter de nuestro regimen hipotecario y lo que falta para llegar á lo que 
para muchos es el ideal en esta materia. Dice asi: 

.Los Regíslradorts d€ Ια propiedad. 

¡Ραrα qué fueron creados' 
Es la primera  pregunta  que ocurre y no todos se dan exacta  respuesta.  
Si el Registro de in propiedad no fuera m is que un libro en el cual se  tomara  

nota  ms  ό  τηéηοα sucinta  (luscripcion) de los actos y contratos sobre la  propiedad  
inmueble que directa ó indirectamente afecten al dominio, ό  simple  nota  de los 
actos transitorios ό  defectuosos (anotacion), ó sólo  eitracto del contenido de un 
documento  con ci cual  se eitinga  un  derecho de hipoteca  (inncripcion de  cancela

-.cion) ό  un  derecho  transitorio (anotacion de cancelacton), ό  un registro del  cumpli-
miento  de condicioiies suspensivas (nota marginal); aunque este Registro se lleve 
más ό  mέ nos  ordenadamente  (per flncas y por pueblos); cíertamen τe no hubiera 
merecido llamar la atencion de los hombres pensadores, τι í  exigir  que  fuera abo-
gado  el jefe de Ia dependencia. 

El  verdadero carácter de los registrus se deduce de los siguientes  arlicu]os de 
la ley  hipotecaria.  

Art. 24. Los titulos Inscritos surtirán su efecto áυη contra  los  acreedo:es sin-
gularmeute  privilegiados por  la legislacion comun. 

Art. 35. Los titulos  inscritos  no surtirán su efecto, en cuanto á  tercero, sino 
desde  Is feςha de la inscrípcíon. 

Y el verdadero carácter de los Registradores se desprende del siguiente: 
Art. 63. El Registrador denegará la inscripcion del título que  conteoga  alguna  

falta que  prod uzca la nulidad de Ia oblígacion; y σΡuspenderá, tomando en su εasο 
anotacion prey entiva, la ínscripcion del documento,cuyo defecto no ρτoduzεa  ne-
cesariamente  la nulidad de la obligacion. 

Se  considera como falta insubsanable, y porlo tanto se denegará la inscripcion, 
cuando el inmueble ó derecho real apare τca Ιescritο á favor de persona d stinta de 
in que enajena, grave ό  cancele. Art. 20. de in Ley y del Reglamento. 

Dedά cese de estas disposiciones, que el Registrador es un juez que resuelve el 
derecho á favor de una persona determinada, oyendo: 

ΤΟΜΟ III 	 16 
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inmuebles. Hacer que  conste  en ό 1 lo que se ha llamado eT 
estado civil de la propiedad, al modo que consta en el catastro 
el estado material, de suerte que para conocerlo baste  con-
sultar  los libros, es sin duda el ideal. Cierto que la ocasion de 
esta reforma, obra verdade τaι del derecho moderno, tiene un 
origen utilitario, en  cuanto  se ideó εοmο el único medio de ha-
cer posible el crédito territorial,  garantizando  el derecho de 
los que prestaban sus capitales  con la garantía de una lι ipυte- 

1° π1 que  trasfiere.  
Τ  Aique  adquiere. 
3° A tndo el que pueda alegar algun derecho, â cuyo efecto consulta el Registro. 
Y el regítro es, por consiguiente, la parte contraria  al título presentado, el 

fiscal que  reprerenta â los ausentes. 
Lαα consecuencias inmediatas  de estas disposiciones, parece, pues, que  deble-

an ser: 
l "acer imposibles los pleitos, ó al ménos toner la seguridad de que el pertur-

bador ha de ser condenado al  pago  de las cossas del juicio. 
2' Tenerla seguridad de que el  Registrador, mediante el registro, no αό l ο pro-

cederâ con imparcialidad al calilicar los  titulos, si αό  que decidirá siempre á favor 
del  titulo primeramente inscrito. 

3' Que los tribunales decidír τι n siempre segun la resultaucia del  registro.  
Pues esto, que parece lo natural y l ό g ί co, no acontene: 

1° Poi-que  el art. 33 de la by hipot3caria derriba todo el sistema al sentar la  re-
gia  general de que  «Ia ínscripcion no convalida los actos ó contratos qne sean  flu-
los  con arreglo â las leyese; y el Supremo Tribunal de Justicia  no ha admitido el 
principio:  ila  ínscripcion es un medio de adquirir,. que se deduce del art. 23 
citado. 

Abora bien: si lo que es verdad en el  registro  no es cierto ante los tribun  airs; 
si el título vâlido segun el Registrador  no lo es para los  Jueces; si el interesado no 
puedo creer en la seguridad de la adquisicion,  por  ms que esté inscrito su dere-
cho, repetimos, ¿qué  son los βegístradores4 ápara q υΣ sirven los Registros? Para 
nada, una fό rm ιιΙα mâs, un nuevo empleado y mayores gastos. 

Precisa, pues, conservar â los Registros y á los Registradores  su  verdadero 
ςarácter, y el dia en  que los títulos  luscritos aurtan aquí, α11â y en todas partes 
efecto âυη contra los  acreedores singularmente privilegiados,  y contra todo de-
mandante, la propiedad territorial aumentareí tanto en valor, cuanto representan 
la contingencias de  un  pleito y temores consiguientes. Y  si  â esto se afiadiera la 
movilízacion de la propiedad, considerândol α como la  caja  de un banquero, por  
cierto ménos segura, y el valor territorial se echará â la plaza medianti obligacio-
nes hipotecarías a1 portador y prévía plena justilicacion del valor de la flaca. y 
mediante seneillisimo  procedimiento  de apremio, como acontece  con las letras de 
camblo, el c τédítο territorial seria lo que debe ser: el Riiber y el Debe que en forma 
documental círcularia en las Bolsas. 

.Ι amâs po'lrâ ofrecer un banquero mejores garantias con su papel que el propie-
lario territorial con sus valores moviliza ιΙο s; tan αnlο falta quitar á  los  inmuebles 
las trabas que les impiden remontarse  â is calidad de muebles por el valor que re-
presentan. Ligase esta  revolucion y se tocarán los  resultados.  De τό guese el  ar-
ticulo  33 de la Ley  hipotecaria  y admitanse por el legislador los billetes hipoteca-
rios al  portador.  
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ca (1), pero no lo es mén οs que se funda en razones nacidas 
de la  naturaleza misma del derecho de propiedad y de las  con-
diciones propias de la trasmision de esta, segun hemos visto en 
otro lugar (2). Si «la pro ρ ί edad es  un  derecho inmediato y ab-
solute que vale respecto y contra todos, y que todos están obl i

-gados á respetar;» si en esta relacion jurídica el sujeto pasivo 
 no es una persona determinada, s ί nó que lo son todas, por don-

de para que respeten ese derecho se liace preciso que todos 
puedan conocerlo, es evidente la necesidad del Registro, de 
esta institucion fornial y de garantΣa, cuyo fin es hacer ρύ -
bl ί co el estado de los bienes inmuebles mediante la inscripcion 
de todos los actos por los cuales se crean, modifican ó extín-
guen  relaciones jurídicas referentes . los mismos, para que de 
este modo cada finca tenga su historia y sepa el que quiere ad-
qu i rirla, constituir un derecho sobre ella 6 prestar con la ga-
rantfa de la  misma,  que solo puede perjudicarle cuanto en él 
consta, esto es, que no hay más duefio que el que figura en el 
Registro como tal, η ί  el fundo tiene otros gravámenes que los 
que resultan allí  cons ignados.  

Sólo hay una di ficultad para que el Registro llegue á ser 
reflejo fiel del estado jurfdico de 1a  propiedad, testimonio  αυ -
téntíco é indubitable de los derechos referentes á la misma, en 
una  palabra, única garantía del adquirente, pero  tan eficaz, 

que nada pueda destruirla; y es la referente á  si  debe  darse  á 
la inscripcioa un valor absoluto. La solution quizás mejor del 
problema la ha hallado la legislaeion prusiana al hacer al Es.-

tado responsable  subsidiariamente por las faltas del Registra-

dor insolvente,  solo que debería extenderse έ . todos los casos 

(1) Α sι, cuando Pe discutió en la sesíon de 13 de Enero de 1870, en ]a Sociek del 

legislation coιnparée, la exposition hecha por M. Gerardin del proyecto de ley de Pru
-nia,  decía  M. Laboulayώ  •respecto á la trasmision de la  propiedad inmueble, dos 

sistemas irreductibles están frente d frente desde hace siglos: el germánico, que 
bate intervenir á la Nacion, que exige  formalidades públicas y que atribuye al 
campli miento de estas  formalidades  un efecto absoluto; y el romano, que no hace 
dependεr la trasmision de la propiedad de ciertas condicíones de publicidad, y que 
Sc  jireocupa ménos del interés  general de los compradores 6 preslamislas que del interés del 
propielarío actual.. 

(2) Véase tomo r, cap. V, 6; tomo l°, cap.  XV,  III, 1; y en este  cap. 8, 1 0 ; 
cap. 11, § 8. 
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en que resulte un  perjuicio,  no imputable al que l ο padece, de 
dar ese  valor á los asientos. Si despues de tomar todas las pre-
cauc iones posibles y debidas respecto á  las  solemnidades de la 
trasmision y al modo de hacerla constar en el Registro,  toda

-via se realza un fraude, de esta  impotencia  de la ley debe res

-ponder el Estado . Sin esto babrá sempre una víctima inocen -
te: ό  el tercero de buena fé, sí se ampara el  derecho  del pro-
pietario; ό  éste, si se ampara el derecho de aquel. Si sucede lo 
primero,  elfin con que se ha instítu i do el Registro no se cur-
pie; sí lo segundo, se sacrifica la justicia á la conveniencia, á 
un interés general en verdad, pero al fin un interés (1). 

El ideal, en matera de Registro de la propiedad, se ha 
realizado al  parecer,  no en Europa,  sino  en Australia. El ςe-
ñοr Costa (2), despues de notar  las  imperfecciones de esta ins-
titucíon cii España y en  los  más de los pueblos de nuestro 
continente,  dice: «Se quiere que las trasmisiones  seaii casi 
gratuitas, casi instantáneas, y con garantía absoluta é ínfali-
ble, á prueba de  litigios;  que se reduzcan á  un  sólo pago  to-
dos los tributos, á un αδ lο acto todas las  operaciones,  á υη sól ο 
dia todos los términos; que la compra de la  tierra  no ofrezca 
mayores dificultades que la adquisicíon dc efectos públ ί cοs ó 
el descuento de pagarés; que los títulos de propiedad lleven 
consigo su propia justificacion y puedan servir de gararitfa 
para tomar dinero  á préstamo  sin constituir hipoteca, lo mis-
mo que un objeto mueble, una alhaja, obligaciones de una so-
ciedad,  etc.: en una palabra, que esos títulos formen perfecta 
ecuacion con la cosa ό  derecho cuyo  dorninio expresan, y  sean  
una representacíon exacta de su valor, independientemente 
de toda matriz, de todo protocolo y de todo registro. Este ideal 
ha sido realizado  en parte en Alemania y  Polonia por medio 
de un sistema de obligaciones territoriales constituidas sobre 
los inmuebles, expedidas por establecirnientos de crédito que 

(1) Para evitar repeticiones, remitimos al lector á los distintos pasajes indica
-dos en la  nota  precedente y cuyo contenido es el complemento de lo dicho en  esto  

capitulo. 
(2) En un articulo publicado en el Bolelin de 1" Instiiucion  libre  de ense ιΙαn;a  dei 13 

de Abril de este  afio. 

J _ ι r 

Y 



BEGISTRO LE LA PROPIEDAD 	 245 

que se han creado bajo los auspicios del Gobierno, y negocia
-bles como las acciones de los ferro.-carriles,  6 cualesquiera 

otros efectos públicos; é integramente en Australia, por medio 
de un sistema original de titulacion que vamos á describir. 

Registration of title. —Así se denomina este sistema,  ira
-ginado  por Sir Roberto Torrens, y vigente desde 1855 en la 

Australia del Sur (Adelaida.) Posteriormente lo han ido adop-
tando  Queensland, Nueva-Gales del Sur, Victoria, Tasmania, 
Australia Occidental, Nueva•Zelanda, la Colombia británica, 
Fiji, (todas las colonias inglesa de la Occenfa) y uno de los 
Estados-Unidos del Norte de América, Ιοwα. Hay  motivos  para 
creer que no tardará en introducirse y  generalizarse  en Euro-
pa. En 1879 se abri δ en Inglaterra una information para es-
tudiar el medio de aplicarlo, y sólο encontró oposicion  por  
parte de los sóllicitors, cosa bien natural, puesto que el esta

-blecimiento del sistema  Torreiis viene á hacer inútil esta  pro-
fesion, como el telégrafo eléctrico á los funcionarios del telé-
grafo óptico. E1 Cobden Club ha publicado el afio pasado  mi  
opúsculo que redactδ el mismo Sir Torrens, á fin de mover la 
opinion y  apresurar  el  dia  de so establecimiento.  (An essay on 
Ike transfer land by registration, by Sir R. Torrens, 1882.) En 
Francia lo ha recomendado hace pocos meses el economista 
Yves Guyot, y en Suiza, Numa Droz. Importa, pues, que prin-
cipiemos â  ocuparnos  en Esρaña de un invento llamado, sin 
género alguno de duda, á penetrar en dia  no lejano, en nues

-tra legislation y en nuestras costumbres. Las condiciones del 
sistema Torrens son en sustancia las siguientes: 

Su carή ctcr voluntario.—E1 nuev o sistema de  registro  y el 
de la antigua legislation coexisten el uno al lado del otro y 
rigen s ί mn ί táneamente, siendo libres los propietarios de man-

tener sus bienes raíces sometidos á este último régimen 6 de 
adoptar el de la registration of title. Siendo tantas sus `enta-

jas, ya se comprenderá que los propietarios se habrán apresu-
rado á ponerse en condiciones de disfrutarlas. El  comprador  de 
un predio, el prestamista hipotecario, principia por exigir la 
prFvia sumision al nuevo sistema. Así es, que en 1878 se ha-
bian acogido á él el 98'18 por 100 de las fincas rústicas del 
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Queensland. Al antiguo régimen seguian fieles únicamente 

aquellas propiedades que habian perseverado  sin alteration en 

poder  dc sus antiguos dueïιos,  libres  de  hipotecas,  de permu-

tas, de usufructos y de particiones.  En la Australia del Sur es 

rarísimo encontrar una propiedad que no se haya incorporado 

al nuevo sistema dc registro. 

Constitution del titulo.—Cuando un propietario  opta  por el 

nuevo sistema, presenta en la οfιc ί ηα del  registro  sus antiguos 

títulos, acompaū ados de un  piano de la finca. El registrador 

examina  escrupulosamente todas sus  condiciones,  la su ficien-

cia del deslinde, la  legitimidad  de la posesion, las cargas y las 
servidumbres que pesan sobre ella, etc., etc.; inmediatamen-
to se publican anuncios en los per ί ód ί cos y se  dirigen  comn-

nicaciones especules á los propietarios colindantes. Si se sus-
cita  alguna  oposicion de parte  iegftima, se suspende el curso 
del  expediente  de information hasta que haya sido  satisfacto-
riamente resuelta. Si nadie formula reclamation, el  registra-
dor  6 jefe de la real property transfer of/ce admite á registro 
la finca por el régimen de la registration of title. A este efecto, 
inscribe el título de  propiedad,  con su  piano correspondiente, 
en un fólio especial de cierto registro, en el  cual especifica  
circunstanciadamente todas las cargas, servidumbres, hipote-
cas  y arredamientos á que está sujeta la finca, y entrega al 
propietario  un  duplicado exactamente igual á.1a matriz del 
registro, sacado de ella algunas veces fotográficamente. 

Como se νό , las operaciones preliminares al libramiento 
del titulo  son semejantes á las que tiene establecidas nuestra 
legislacion hipotecaria para el caso de derechos anteriores á 1a 
ley é  inscritos  en los antiguos libros de las Contadurías de hi-
potecas, 6 de derechos no inscritos y que  no resultan de docu-
mento alguno. 

Una vez expedido el título, en lo  sucesivo,  si  la finca se di-
vide en dos ó más por efecto de  particiones,  adjudication 6 
venta parcial, etc., se anula el titulo primitivo  y se  libran  en 
su lugar tantos otros como propiedades independientes han 
relu Itado. 

Valor y uso de este titulo. -1°. Trasmísion de la propiedad. 
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]3asta para esto que el  propietario endose el título á favor del 
comprador, firmando al pié de una fórmula de trasferencia 
que va  impresa en el dorso, y legalizando las firmas  un  alcalde 
ú otra autoridad ó fusc ί onario público; en esta disposicion, se 
expide  el título por el correo al  registro  central; si no  consta 

 en sus libros ninguna  reclamation, se le estampa el sello  cor-
respondiente y se devuelve por el mismo conducto. -2° Prés

-tamos hipotecarios y pignoraticios. Para constituir una hipo 
teca ordinaria, se procede exactamente del mismo modo que 
respects de  una  enajenacion. Pero si el propietario quiere to-
mar un préstamo  con garantía real sin gravar su  finca  con 
una hipoteca, entrega su titulo en calidad de prendad un  Ban-
Co de préstamos: dicho se  est  á que el acreedor no corre  ningun 
riesgo, porque mientras conserva en  su  Caja aquel título, el 
duefio de é1 no puede vender  ni  hipotecar  su  finca. En la in-
formacion ántes citada de 1879 declaró  Sir A. Blyth,  que ha-
bia sido director de un Banco consagrado especialmente á este 
género de operaciones, que en veinte aū os no habia trope-
zado con ninguna dificultad. A la entrada del verano, es muy 
frecuente en nuestro  pals que los labradores tomen á rédito pe

-quefias cantidades por uno ó dos meses, para sufragar los gas-
tos de recoleccion de meses; pero como el sistema vigente  no 
se presta á estas facilidades, ó no encuentran lo que necesitan, 
ó lo encuentran en condiciones  onerosisimas,  equivalentes  á 
iina sequía parcial, que merma considerablemente el producto 
de su cosecha. 

Como so vé, la inscripcion en la oficina de trasmisiones 
do la propiedad real es  una sola,  y ésta,  no del acto de ad-

quisicion,  sino  del titulo original y único que existe, que es 

precisamente lo que constituye la origínalidad del sistema y 

le da nombre (regislration of tille): los actos de trasmision,  hi-

poteca, mandamiento,  etc., se unscriben por los interesados en 

el titulo mismo, el cual lleva consigo, por donde quiera que 

va, su  propio registro de la propiedad. Acaso sospechará  al-

giiien que tan extremada sencillez sea incompatible con la 

complication de ciertas transacciones; nada de eso: la estadís-

tica en 1880 arrojaba ya una cifra de 537.000 operaciones de 



248 	HISTORIA DEL DERECHO DE PROPIEDAD 

todo género, hechas por este sistema, muchísimas de ellas de 

una gran complejidad, y  nunca  se habia tropezado con la más 

ligera dificultad. 
Coste de l'z titulacion. —Hay que distinguir entre la consti

-tucion primera del título y  las  inscripciones posteriores hechas 

en  Ι.  La incorporacion de un  inmueble  al nuevo sistema, y 

la consiguiente obtencion del titulo,  cuestaen la Australia del 

Sur, segun el valor  que  aquel alcance, de 10 á 100 reales. 

(además de los gastos de anuncios). Una vez obtenido el titulo, 

las inscripciones sucesivas de ventas, arrendamientos, hipote-

cas, etc., vienen é costar unos 50 reales cada una, exceptuan-

do en la Nueva Gales del Sur, donde las trasmisiones entre 

vivos  son del todo gratuitas. 
Seguridad de las transacciones.—E1 que adquiere  un  inmue-

ble 6 presta con hipoteca, puede dormir tranquilo: los títulos 

de propiedad con el sistema Torrens llevan :α garantía del Go-

bierno que responde de toda reclamation que pudiera dirigir

-se contra ellos. Si una vez expedido un titulo, resulta que Sc 
 ha perjudicado á un tercero, el Gobierno le indemniza, pero 

no le restituye 1a propiedad. Exceptuáse, por supuesto, el caso 
de que el poseedor haya procedido con dolo. Para prestar esa 
garantía, el Gobierno percibe en el acto del registro  un  dere-

cho de seguro que no excede de 2 por 1000. Para comprender 

cδ mo puede la Administracion con una prima tan minima ga-
rantizar los actos celebrados por los particulares y registrados 
por ella, conviene tener en cuerita la escrupulosidad con que 
se ejecutan las operaciones preliminares á la primera inscrip-

cion, 6 mejor dicho,  al libramiento del titulo, por consecuen-
cia de lo cual, no se ha dado todavía el  caso  de que un acto' 
haya sido anulado por los tribunales en Nueva Gales del Sur, 
y uno sólo en Queenlansd, otro en Nueva Zelanda, dos en la 
Australia del Sur, ect., segun los Offιcial repοrt.s οιι the wor-
kinq of the ηµίem in the colonies, redactados por los gobernado-
res de las colonias inglesas, en contestacíon á la circular de 
Lord Kimberley de Setiembre de 1880, y publicadas por acuerden 
de la Cámara de los Com unes en 10 de Mayo de 1881.» 



CAPITULO XXII, 

LA PROPIEDAD Y EL DERECHO INTERNACIONAL. 

Dιrιεa ο έ ι ΙιrnaciοnaΙ ρώ b Ι έcο; consecuencias del principio de que la guerra ee hace 
entre los Estados y no entre los individuos; distinta condícion de los bienes del 
Estado y los de los particulares;  prohibicion del botin y del  corso. —Derecho  ia-

leraocionalprirado;  teoria de los estatutos;  aplicacion á los bienes inmuebles y á 
los muebles; crítica de las  doctrinasconsagradas enla materiaen ambos respec-
toc; eτámen de lo referente âsυcesion bereditaria. 

Bajo este epigrafe  vamos  á hacer someras observaciones  
sobre dos puntos que tienen entre sf tan 8610 una relation acci-

dental,  nacida  de la circunstancia de aparecer como dos espe-
cíes del derectro internacional el público y el privado, caando 
son dos esferas  juridicas completamente distintas (1). 

(1) Hay entre uno y  otro una diferencia tan esencial ι1α que haba en Roma en-
tre el jsa honororiwrn, derivado del edicto del pretor perιgr4 ηus, y el jra fecisie) que  al-
gunos  ilaman al privado:  .  Teoria  dc los con/hclos enlre Jas kjes de Ma difereiiles Esia-
dos. y έ υη los que mantienen la denomination de direcho isicrrnzcaonal prwiido, como: 
Fiore, Ιuégo dicen que lo  constituyen  •los principios para resolver los con/biclos en-
tre las  legislaciones  y para determinar  alas  relaciones reciprocas entre los distin-
tos  Estados.  ό  .el conjunto de reglas seg ιι n las cuales se ventilan y resuelven lo& 
con,nictos entre el derecho privad ) de las diversas naciones• como  dice Faelia. Si  hu-
biera  barreras  infranqueables entre los pueblos, no existiria α estos  contlicton; 
pero no solo comunican entre si, αί fl ό  que cada  dia  lo hacen con más frecuencia é 
intimidad, y de aquí las  difleultades que toca resolver al l ► amado derecho interna-
cional privado. Un  indivlduo nace en un Estado y se  domicilia en otro,  reside en 
su  patria, adquiere propiedad en el extranjero y  dispone  de ella aquí y allA; con-
trae matrimonk, ό  celebra un contrato en su pais  ό  en uno eτ tra ίío, con un nαcíο -
η a1 ό  con otro que no loes, etc. ,etc., δgυό  ley τegiτá estas r.iaciones? ¡Ladel país 
de que  es ciudadano, ό  la de aquel donde reside, b la del territorio en que está en-
ε! avada la propiedad, ό  la del  lugar donde celebro el matrimonio ó el contrato? De 
suerte que en este caso, léjos de faltar un derecho posillvo, como falta, segun αΙgυυοs 
piensan, aunque sin razon á nuestro juicio, cuando del internacional público se tra-
ta, hay varios que se disputan la competencia para regir  Ia relation juridica en 
cuestion. Por esto convendría que en vez de hacer esta division, que induce á enoτ, 
se díera;el nombre de derecho de genies  solamente  al internacional público. 

\ c _  
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En cuanto al primero, prescindiendo de la capacidad del 
estranjero para adquír ir propiedad y de las garantías que á la 
intelectual  coiiceden  unas naciones en favor de  los  miembros 
de otras, extremos  de que hemos dicho ya algo  en su lugar (1), 
debemos exponer brevemente el respeto que alcanza este de-
rechoen nuestro tiempo cuando laguerra constituye á dos pne-
blos en relaciones hostiles. 

Todos los escritores modernos de derecho de gentes recono-
cen como un pr i ncip io que las guerras son de Estado ά  Estado, 
no de individuo á individuo; que no hay más enemigos que 
los combatientes. Si en la práctica fuera tambien esto verdad, 
la linica propiedad que tendría que sentir las consecuencias 
.de la guerra seria la del Estado, pues el invasor, al sustituir 
á éste, se apodera de todo cuanto le pertenece, no porque los 
bienes del enemigo se  hagan  res  iiullius,  como pensaban los 
romanos, y puedan por tanto ser propiedad  del primer ocupan

-te, sί η ó porque este apoderamiento es  mi  medio adecuado y 
legitimo para obligarle á ceder. Así, material de guerra, fon

-dos de  las  areas  públicas, productos de los bienes inmuebles 
del Estado, etc., etc., de todo esto puede echar  Tnano el vence-
dor. Pero es el caso que  como, segun dice Lieber, «todo  cm-
dadano δ natural de un  pals  enemigo, es enemigo por el solo 
hecho de ser miembro de la Nacion  ό  del Estado enemigo, y 
como  tat  está sujeto á las calamidades de la guerra» y esta 
«no se hace solamente con las armas, sino que es conforme á 
sus leyes reducir por hambre al enem ί gο, armado 6 desarmado, 

cou el fin de someterle más pronto,» puede acontecer y  acon-

tece, segun observa Bluntschli, «que algunos propietarios 
scan  grandemente perjudicados por la guerra, que se talen 

sus campos, se destruyan sus casas, se incendien  sus alque-
rfas; estos males son inevitables; el  propietario debe soportar

-los como una nube de piedra, una  inundacion, un incendio 
producido por fuegn del cíelo; es víctima de una calamidad, 
no de  una injusticia  (2).» 

()Ι Cap. 20  y 20. 
(2) Véase: Εηsagο  sobre  el derecho de gentes,  por  Dofia Concepcion Arenal, cap. VIII, 
VI, y Le Uroíl ι n Ιernα1 οna1 codι/i , pur Bluntschlí, arts, GW y sign. 
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En principio, «el invasor  no tiene derecho alguno  á la pro-
piedad privada  de los habitantes del pals invadido; es contra 
las leyes de la guerra el apropiársela, destruirla ó menosca-
barla, cuando esta destruction ó perjuicio  no sean indispensa-
ble para las  operaciones militares (1).» Pero como el invasor 
tiene derecho á apoderarse del material de ferro -carriles, tie 
los buques y demás medíos de trasporte, aunque sean de par-
ticulares, y lο propio cabe que haga con los almacenes de σΡes-
tuario, comestibles y calzado; y además impone  arbitrariameii

-te  contribuciones, exige prestaciones personales y en especie; 
en suma, como  vive á costa del pals  invadido (2), resulta en la 
práctica grandemente relajado el principio (3). 

Así y todo, son dos conquistas del moderno derecho de 
gentes la prohibition del botín (4) y la del corso. La segunda 
aé consagrada en la declaration de Paris de 16 de Abril de 
1856, y se adhirieron á ella todas las Naciones menos tres: los 
Estados-Unidos, Μ jicο y España, notas discordantes en el 
'coticierto universal. Pero continua  todavía en pié el principio 
de que «todos los bienes del enemigo que bajo bandera enemi-
ga se hallen en el mar,  ya pertenezcan al Gobierno ó á parti

-culares, se consideran de buena presa; es deck,  que se captu-
ran y se apropian.» Resulta  asi que «las leyes de la guerra 
sobre propiedad privada, varían segun esta se halla  en la ha-
bitacion ó almacen de un edificio, á en la bodega de un  bar-'  
co;» y resulta que Si con la abolition del corso «se niega á los 
particulares beligerantes el derecho de despojarse mútua- 

(1) Sra. de .krenal,ob. cil., cap. VIII, ξ ΙΧ. 
(2) Citase  con elogio la conducta observada en la guerra de Abisinia  potion  in-

gleses, quienes parece que  tenian contratados todos los servicios, y sí  algo  exi-
gieron en el pais invadido, abonaron su importe. En cambio, se αευsα á los alema-
nes de haber, no solo vlvído ιobre el  pais  en la última guerra con Francia, Binó da 
haberlo esquilmado. 

(3) El proyecto de declaration de Bruselas lo formulaba en estos términos en su 
art. 40: .Como la propiedad particular ha de respetarse, el enemigo no pedir(ι á los 
habitantes sínó las prestaciones y servicios que estén en proporcion con Ian nece-
£idades de la guerra generalmente admitidas y con los recursos del pals. 

(4) Silo, pot excepcion, pueden ser objeto de botín  los  bienes del Estado,  las  
armas y el equipo de los soldados vencidos, y el contrabando de guerra. Todavía 
bay quien añade á estas: las presas maritimas y el saqueo de una  plaza cuando 
ántes de tomada se ofrece. Véase Gluntschli, arts. όY y silts. 
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mente en el mar, los Gobiernos lo conservan todavía, puesto 
que sus barcos se apoderan de los bienes  dc los particula τes 
de la Nacion enemiga: estos corsarios se Ilaman cruceros, pero 
el iiombre no hace á la cosa; el vestir uniforme y llevar εañο -
nes de mayor calibre, no varía el hecho de apoderarse de  los  
bienes de los particulares  sin más razon que la fuerza (1).» 

Como se ve, el derecho positivo en este pu nto está en ver-
dad lejos del ideal, pero lo está tambien mucho del que rigió 
en los pasados tiempos.  Va  no se supone que el enemigo,  solo 
por serlo, deja de tener derechos; ya no 3e hacen por lο m ί s-
mο sus bienes cosas nullius de que puede apoderarse el pri-
mer ocupante; ya no se proclama la fuerza como reina y  sobe-
rana  ciiando estalla la guerra, s ί n4 que se afirman  Ia subsis-
tencia de los derechos del enemigo en cuanto no deja por eso 
de ser hombre y el respeto á la propiedad de los particulares, 
como consecuencias lóg ί εαs del principio fundamental de que 
Ia guerra es de Estado á Estado y no de individuo á individuo. 
Hoy, ní aquella es belliim om?iium contra o,nnes, Iii es lícito ya 
proclamar el jv1e zictis! de los antiguos. 

Viniendo ahora al derecho internacional  privado, observa
-remos que, en rnedio de las  diferencias  que  sin duda hay entre 

las legislaciones positivas, en Europa predomina como  base 
para resolver los conflictos de este carácter la conocida teoría 
de los estatutos, y que por regla general  los  bienes inmuebles 
siguen el real y  los  muebles el personal. «Las más rigurosas  y 
arbitrarias aplicaciones  de esta doctrina se en cuentran, dice 
Fiore (2), en la legislacion y en la jurisprudencia inglesa (3), 

y en las de Ia Amér ί ca septentrional, de  Escocia  (4) y de algu-
nos puntos de Alemania (5). No nos detendremos en enume-
rarlas, porque el principio general, segun el common lam, es 
que las relaciones dc toda especie  sobre la  propiedad inmueble 
deben ser regidas por la icy vigente en el territorio en donde 

(1) Sra. de Arenal,  bc. cii. 
(t) 1.Jercchn iniernacionalprivado, 	191, 192, trad. esp. de Garcia Moreno. 
(3) Story, Γοαη c Ι of law, cap. 10; Burge, Common lam, part. `l', cap. 12. 
(4) Livermore, Disertaciones. 
(5) Mittermaier, Proced. corp., g 109. 

ϊ  
I 
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los  bienes están situados. Este  principio  se aplica rigurosa-
mente á todos los pormenores, y por consiguiente á la capaci-
dad de adquirir, de enajenar y de trasmitir; á los derechos de-
rivados de una lev, de  un  contrato ó de un acto de cualquiera 
naturaleza, y hasta las formas y solemnidades necesarias para 
adquirirlos deben ajustarse  exciusivamente, en cuanto á su 
validez, al common law... Las disposiciones vagas é indetermi-
nadas  de las legislaciones de Europa favorecen en cierto modo 
la opinion predominante. E1 Código de Baviera, el primero en 
el drden cronológico de los de Alemania, somete á la lez rei 
sitae in causis realibus el mixtis, todos los bienes corporales δ 
incorporales, muebles 4 inmuebles (part. 31, c. 2, §. 17). El 
C4digo  prusiano  (^. 35, introd.), establece que los bienes in-
muebles se regirán por la ley del pals en cuyos dominios 
están situados, sin tener para nada en cuenta  Ia persona del 
propietario. El austríaco (^. 300), consigna que todas las co-
sas inmuebles están sometidas á la ley del lugar en que 9e 
encuentran. Segun el Cδdigo francés (art. 30, • 20), los  in-
muebles,  έ un los poseidos por extranjeros,  son regidos por 
la ley francesa. Una disposition conforme con este princi-
pio hallamos en el Cδdigo baden ό s, el de  Polonia  (art. 3 0), el 
de Holanda (art. 70), el del canton de Vaud (art. 2°), el de Ber- 
na  (art. 4°) y el de Friburgo (art. 1 0). El Código ε ίν ίl italiano 

dispone  tam  bien que los inmuebles quedan sometidos á las le-
yes del lugar en que están situados» (1). 

(1) En  cuanto  á Italia, Fiore sostiene que al declarar el Código en an art. 7' 
que los bienes muebles están sometidos á la ley de la Nacion á que pertenece sn 
propietario, y los inmuebles á is del Iiigar en que est εtn situados, •no ha querido 
poner sobre el tapete las famosas cuestiones de la personalidad y de la realidad; 
έ α tes, pot el  contrario, las  ha eliminado absolutamente  pot  las disposiciones  cou  -
teuí ins en los arts. G°, 80  y 90  con las que se debt armonizar e17°. La capacidad de 
un  extranjero  para  adqiiirir ó enajenar un inmueble, se  regula  en efecto por la ley 
nacional  (art. 6°). Los derechos que los  e'tranjeros pueden adquirir sobre los 
inmuebles existentes en Italia, ya en virtud de una sucesíon legitima ó testa-
mentaria,  ya  pot donation, y ό  reserva de los derechos sucesoríos, son regulado s 
ρ^ τ Ι a ley  nacional  de is persona de cuya herencia se trata (art. 8°j. Los  derechos  
que se derivan de un contrato, se rigea pot Is ley que en un principio ή α dado Is 
forma para el mismo (art. 90). Resulta, pues, que el art. 7° debe ser interpretado 
como sancion juridíca del principio general segun el cual el poder αobeτanο ejer-
ce e τclusivame α te el poder y la jurisdiccion en todo el territorio, y porconsiguien-
te conserva el τégímen de 1a propiedad, determina  la condition j undies de  las  ca- 
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Ln cuanto á  los  muebles, rige casi en absoluto la ley per-
sonal, estimándose que deben aquellos ser regidos por la ley 
de la Nacion 6 del domicilio del  propietario,  en cuanto, en vir-
tud de una ficcion jurídica, se regulan como inherentes á la 
persona del mismo, según el antiguo adagio: mobilia ossibus 
persoιτae inhηereιτt; mobilia seg ιιntur personam. Sin embargo, el 
Código de  Ba;  iera, como hemos visto, no distingue entre 
muebles é inmuebles, y los somete todos á la lex rd silae, y 
segun Lehr (1) «en  otros paises se tiende más bien hoy á ad-
niitir que toda cosa corporal, mueble á inmueble, debe seguir 
1a ley del lugar en que se encuentra; en este sentidn estatuye 
el nuevo Cδdigo sajon (art. 10).» 

Este sistema de  los  estalutos, á primera vista tan sencillo, 
no tiene esta condition  cuando  de cerca se le examina, ní  sa-
tisface, como pretenden sus maiitenedores, á las exigencias de 
la  justicia  y á las conveniencias de la práctica. Menos absurdo 
que el de territoriali ιlad, en un tiempo  tan en boga, y que el 
de represalias, consagrado por el Códi;o Napoleon (2), es, 

saa y arre„la el ejercicio de los derecbos del  propietario,  soa ciudadano o eitranjc
-ro.  E1 art '7", de esle modo  interprelado, signillca que el magistrado italiano no 

.lebe permitir  qiie un  ettranjero invoque la ley de su  pals para alterar el régimen 
económico de la propiedad en Italia (como, por ejemplo,  para gravar  los  bienes con 
ciertas servidumbres permitidas por el derecho feudal, pero no recnnocidas por nues

-tra iegislacion),  para  alterar la εondicion jurídica de los bienes y la  naturaleza  y los 
efectosde la pasesion, para introducir mediosde ejecucion que no están permiti-
dos por nuestra ley, ό  pam  ejercer  los  derechns procedentes del matrimirnio, de 
cnntratos, de donaciones, de sustituciones y otros αηΑ l οgοα en contradiction con 
el régimen econ imito,  industrial y agricola de la propiedad en Italia. Y ο puede 
decirse, sin embargo,  que  el magistrado italiano deba impedir que el propietario 
iiivoqiie la by de que depende en todas las cuestiones de interés privado, como 
para  decidir  silos bienes del menor extranjero ē οη ό  no  enajenables,  con ή  sin 
la promulgacion del Tribunal; silos  bienes pertenecientes  4 la mujer extranjera 

 son  dotales  ό  comunes; sí es tanta ό  cuanta la posesion legitima correspondiente 
*1 hijo ettranjero, etc.. 

La verdad es que ώ  estn quiso decir el Cό digo italiano, pudo decirlo más claro, 
pues  tal como lo consig'na,  da  seguramente  luizar á las dificultades y dudas ex-
puestas por  Huc.  'Le Code civil  italien  el Is Cods Νaρο lί οs, parte 1•, g 8°. ΙΙ.) 

(1) Droil civil  germanique,  11. 
(2) Consagrado  en los articulos 726 y 912, derogado  par la ley de 14 de Julio 

de 1819, que εοαs ί g n ό  4  su  vez  el  principio  de la realidad del estatuto sucesorio, 
puesto que se reconoce d los extranjeros el derecho de disponer y suceder en los 
mimos términos que á los franceses. Hoy todavia rige el principio de reciproci -
λ,ιd en Suiza y en κΙ,υη otro ρ nis Pero ad'.iértase que este punto  tca más  4 la 
cuestion de Ia εαραε ί dad jurídica del  extranjero  que no á la del ionjhclo entre las 
leyes. 
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sin embargo, tan inadmisible como  el de la aceptacion pre-
sunta de las partes,  el de las senlentiae receptae, y el del  con-
sentimiento expreso 6 tácito de los pueblos, é inferior sin duda 
á  las  doctrinas que sirven de base á las soluciones defendidas 
por Savigny (1), Schmffner (2) y Fiore. Como es  una  abs-
traccion el considerar las cosas por sí y aparte del sujeto á 
propietario,  bien  pronto resultó que había muchos casos en 
que, por  corn bin arse  las relaciones de propiedad con otras de 
distinta indole,  corno, por ejemplo, el matrimonio, el peculio, 
etc., no era suficiente esa teoría, y de aquí la adicion del es-
tatuto mixto, la  exigencia  de que una ley sδ lο cae dentro del 
estatuto  real cuando tiene por objeto inmediato y principal de-
terminar la condition jurídica de los bienes, y otras solucio-
nes  que se han ideado para salir al encuentro de las nume

-rosas dificultades que ocurren en la práctica. 
Fiore resuelve la cuestion en general sentando que cada. 

poder soberano puede ejercer  sus derechos  ms α11á de su  pro-
pio territorio,  con tal que no lastime el de los demás, como  su

-cederia  si  quebrantara los principios del δrden público ó del 
interés econδmico, politico, moral 6 religioso de otro Estado; 
y consiguientemente, en cuanto al caso concreto de la pro-
piedad, dice:  «las  leyes que se refieren á las cosas deben, en 
nuestro sentir, dividirse en dos categorías:  uiias que sirven 
para  conservar el priucipio político, econ δ micο y constitucio

-mi!  del  Estado,  y la orgailizacion de la propiedad; otras que 
proveen al i α terés privado del propietario.  Ningun extranjero 

(1) Savígny dice que no hay que desechar la doctrina de los estatutos como  ab
-s'ilutamente errδnea; que es susceptible de  las  ms distintas interpretaciones y 

a¡)4 Ιcaeiones, entre las cuales pueden encontrarse algunas perfectamente justas.  
pero que como  es Incompleta  y se  presta  á numerosos errores, no debe tomarse 
como  base de investigation. 

(2) Schrnffaer (Desarrollo del derecho prírade  internacional,  ξ 32, (cit. per Fiore, ξ 381 
sostiene el siguiente  principi  0: loda  relacion juridi ca debe ser jnapsda por las leyes  del  lu-
gar  do*ds ha nacido, y pot tanto, el estado y la capacidad jurídica de una persona 
deb?n regime per las leyes del  pais  en que esta tiene  su  domicilio estable. En 
cuanto á los derechos sobre las  cosas, hace una distincion entre los pertenecientes 
a1 propietario sobre el todo de la propiedad, los cuales se rigen  per la legislacioii 
dcl Ιυ ar en que aquel tkne su domicilio estable, y los derechos sobre las  cosas  
consideradas como partes distintas, muebles 0 inmuebles, las cuales siguen la ley 
del lugar en que se encuentran. 



2556 	HΙSΤΟRIΑ DEL DERECHO DE PROPIEDAD 

puede, en virtud de actos, de contratos, de disposiciones,  n 

de obligaciones de cualquier naturaleza que sean, derogar el 
derecho público del Estado; pero puede exigir  que el derecho 
de la Nacion de quo es miembro, ζue rige sus  intere  ses  priva-
dos como propietario,  sea  aplicado  tambien á los bienes que  p0-
see en territorio extranjero en todo aquello que no perjudique 

al interés del Estado ni al derecho públ ί co dcl lugar en que 
estén situadas las  cosas.»  Es de notar que en otro lugar dice, 
«que al derecho público pertenecen, no solo  las  leyes constitu -
cíonales, sino tambien todas las  disposiciones contenidas en 
las  demás partes da la legislation que son de interés gene ral 
y que se hallan establecidas para la conservac ion del Estado. 
De estas disposiciones, unas tienen por objeto amparar las 
buenas costumbres, la moralidad pública, los intereses econδ -
micos de la sociedad y el régímerι territorial de la propiedad ; 
otras están dictadas por motivos dc humanidad; otras, en fin, 
protejen los intereses morales y religiosos (1).» La genera-' 
lidad del principio obliga á Fiore á sentar que «en los casos 
dudosos, únicamente la magistratura puede juzgar si una ley 
extranjera puede ser considerada  come  contraria  á los  princi-
pios  de δrden público del Estado (2).» 

Ea el fondo hallamos j usto c1  criterio  con que resuelve la 
cuestion el distinguido escritor italiano;  pues si, por ser el de-
recho dc la persona y no de la cosa, es justo que por regla ge-
neral rija la ley nacional de aquella, sería contradictorio,  sin 
embargo, que un Estado dejara abierta esta puerta para que el 
interés individual  viniera  ά  trastornar las que estima bases fun- 

(1) Véanse el cap. 4° y el ξ 193. 
(2) Un criterio αηál οgυ aide Fiore inspiran los artículos 13 y 14 del título prim e-

rode los preliminares del Código argentino  que dicen  asi: °La aplicacion de las leye s 
extranjeras, en los casus que este Códíoo  las  autoriza, nunca  tendrA lugar sinó á 
solicitud de parte interesada, á cuyo  cargo será la  prueba  de la existencia de dích as 
leyes. Exceptúanse aquelias leyes extranjeras gaese hicieron oblí„atoriasen la Re -
públíca porconvenciones  diplomáticas ó en virtud de ley especial.. 

.Las leyes extranjeras  no serán aplicables:1°, euaudo su aplicacion se oponga al 
derecho público 6 criminal de la Republica, á Ia Religion del Estado, toleranciade 
cultos 6 á la moral y buenas costumbres; 2", cuarido su aplicacion fuese incompali -
ble con el espinilu de is legislacion de este Código; 30 , si fuera de mero  privilegi@;  y 
4°, cuando las leyes de este C βdigο en colision con las leyes extranje τas fueren  ms  
favorables á la validez de los actos. 
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damenttales de  su  organizacíon social, jurídica y política.  Asf,  
por ejemplo, nada le importa que  cii materia de usufructo rija 
υι a legislaciou ú otra, pero no puede consentir que se constí-
tu y α  una hipoteca de modo que contradiga la esencia del ré 

-gi►nen del Registro de la propiedad que ha considerado justo 

y conveniente establecer. N ada le importa que el dueū o de los 
bienes situados  eu su  territorio pueda disponer de ellos libre-
mente por  testametito δ que esta facultad esté limitada por 
la institution de las  legItirnas,  pero  no puede tolerar que se 
viuculen, si por razones de justicia y de conveniencia social 
ha prohibido las vinculaciones, como no puede tampoco reco-
nocer la incapacidad para ser heredero del hereje ó del que 
ha sufrido la muerte civil. 

En cuanto á la distincion según que los bienes sean mue-
bles 6 iiimuebles, aunque la generalidad de los Códigos y de 
los  escritores (1) la admitea como cierta, estimando que los 
uues deben regirse por 1a fez  rei sitae y los otros por la  nacio-
nal  óladel domicilio fijo del due ū o, noes tan fundadacomo  pa-
rece á primera vista. 2Cómo es posible, por ejemplo, que respec-
to de la trasmísion de las cosas muebles verificada en un  pals, 

 deje de regir el principio consagrado en la legislation del 

mismo, ya sea aquel que basta la posesion para el εαο, ya sea 
el que exige  además el t ί tulo? 

No nos es dado entrar aquí en pormenores sobre 'cada una 
de las cuestiones concretas que pueden ocurrir: prescription, 
tradition, servidumbre, hipoteca, etc.; pero sí haremos notar 
que la teoría de los estatutos conduce al principio, casi uni-
versalmente admitido, de que en materia de sucesion rigen 
tautas leyes cuantos son los diversos paises en que están situa-

dos los bienes: g ιι^t s τι nt bona diversis territoriis obkozia, ton-
des patrimonia intetiyuntur, lo cual da lugar, entre otras con-
secuencias,  á la absurda de que en 1a sucesíon intestada, como 
cada derecho positivo, al interpretar la voluntad del que ha 
muertn intestado, adopta la presuncion general que le parece 

(h Múlemb ► υch, Eichhorn, Savigny y Chassat combaten esta distincion juz-
gándola arbitraria. 

ΤΟΜΟ 11Ι 	 17 
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más apropiada á la naturaleza de las relaciones de familia y á 
otras circunstancias, resulta, como  observa Fiore (1), una 
sέ rie de presunciones diferentes, á lo que es lo mismo, que 
aquel de cuya herencia se trata ha tenido «tantas voluntades 
presuntas cuantos  son los lugares diversos en que se hallari 
sus bienes, ó que tiene voluntades opuestas, puesto que se de-
clara su heredero, para los bienes situados en un  pals, al que 
ha sido excluido para los situados  en otros diferentes; cuan-
do  se debe presumir, por el contrario, que ha querido que 
su  sucesion sea regida por una ley uinica, á saber: aquella á 
que estuvo él mismo sometido durante su vida  (2).» Ρ ί éη-
sese lo que se quiera de los estatutos, pueden subordinarse  a! 
real los derechos sobre las cosas consideradas como partes  dis-

tintas,  pero los pertenecientes al propietario sobre el todo de 
la propiedad, como dice Schα ffner, deben regirse por una sola 

 ley, que no puede ser otra que la personal del due ū o, cabien'  
do solo  discrepancia  en cuanto á si ha de darse la preferencia 
á la de su domicilio ó residencia estable á á la de la Nacion 
de que es membro. Be otro modo, es imposible mantener el 
principio de la unidad de patrimonio (3), as'  como considerar 
la herencia como un todo indivisible, como una  universitas 
jKris. 

(1) Ob. est. ξ 392. 
(2) aEsta opinion, dice Fiore, conforma en lo esencial con la de Savigny y con 

Ia de Mittermaier y  est  á en vias de adquirir gran prestigio en  Alemania, hasta el 
punto de ser ya aceptada por la mayoria de los autores, sobre todo desde que Men-
ken la ha sostenido con valiosos argumentos. Ob. cet. ξ 393. 

(3) Caracteristico del derechc romano, como el de diversidad lo es del germann. 
Por esto los romanistas alemanes defienden 1a sο luc[ οn del texto. 
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